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			Preámbulo


			“La Consulta Autónoma es como el círculo de la vida de la gente”
Luis Emiro Guariyú 1


			Para llegar a la Consulta Autónoma tuvimos que hacer unas fases de reflexión dentro de la comunidad durante cinco años, desde la famosa consulta previa sobre el proyecto denominado P 500 o Ii´wouyaa, que es una palabra en wayuunaiki que significa la llegada de la primavera. De entrada, ese proyecto contemplaba represar el río Palomino y desviar el arroyo Mapurito. Dentro de ese proyecto también se hablaba de que debajo del lecho del río Ranchería había 500 millones de toneladas de carbón. Paralelamente se daban también procesos de consulta previa con proyectos mineros de la brasilera MPX y de Pacific Rubiales.


			Nosotros aceptamos la pre-consulta con Cerrejón para obtener información básica sobre el proyecto. Entonces llegó el Ministerio del Interior a traer la consulta previa junto con la empresa Cerrejón y la firma de consultoría contratada por la empresa, que estaba a cargo de ese proyecto en su momento. Ellos fueron al resguardo, llevaron bastante comida, carros, video beam y hasta baños móviles y nos presentaron el proyecto, que parecía muy bonito. Nos hablaban, por ejemplo, de que se iba a generar mucho empleo, tanto directo como indirecto, y también iba a generar un gran desarrollo a La Guajira y al país porque aumentaría las regalías para los pueblos de la región; decían que este proyecto iba a traer mucho desarrollo a las comunidades. A nosotros nos parecía bien el proyecto en un principio porque iba a generar empleo y en el Resguardo había muchos jóvenes desempleados. La empresa quería hacer la consulta previa como algo rápido porque lo que nos decía era que ese proyecto sería de gran provecho, pues quería sacar ese carbón en menos de cinco años para extraer los 500 millones de toneladas que están debajo del lecho del río Ranchería.


			Sabíamos que algunas comunidades habían aceptado las consultas previas ante las promesas de la empresa y que, fruto de esta aceptación, les habían vinculado gente en la mina. Les decían que trataran de convencer a las otras comunidades de la bondad del proyecto. La empresa también contrató a algunos wayuu para que negociaran con las comunidades y les ofrecieran compensaciones por posibles daños causados por el proyecto. Incluso la empresa ofreció prebendas a algunas autoridades de las comunidades para comprarlas.


			Entonces nosotros, como comunidad de Provincial, recibimos esta información como una pre-consulta y le dijimos al Ministerio, a Cerrejón y a la firma de consultoría que nos dejaran pensar las cosas porque nosotros como wayuu —las autoridades tradicionales, los miembros de la comunidad—, nosotros teníamos que pensar las cosas y soñar primero para tomar una decisión. Ellos nos contestaban que estaban de acuerdo con que nosotros soñáramos por el proyecto, porque ese era un proyecto muy bueno para la comunidad. Pero al final de las actas que ellos elaboraron querían que nosotros dijéramos cuándo se iba a soñar y nos insistían que soñáramos rápido sobre el proyecto y que si soñábamos positivo la apertura de la consulta previa sería dentro de la misma empresa, para que la comunidad conociera el tramo que se iba a desviar unos 26,2 kilómetros del río Ranchería. 


			También nos decían que quienes podían decidir eran las autoridades de la comunidad, nos ofrecían un tratamiento diferente al resto de la comunidad. Nosotros, como líderes, rechazamos esa propuesta, porque la consulta previa debe consultar a toda la comunidad, no solo a las autoridades, porque ellas no podían tomar solas la decisión sobre ese particular. Nosotros les dijimos que nos dejaran pensar y soñar; les dijimos “Déjenos soñar primero. Si el sueño es malo, hay que pensar las cosas más”. Les dijimos que nos íbamos a reunir e internamente mirar y analizar el proyecto. Asimismo les informamos que debíamos esperar a que llegaran los familiares, los tíos que estaban fuera del resguardo, algunos de ellos en Venezuela. Por eso nos íbamos a tomar más tiempo. Por su parte, la empresa enfatizaba en que la consulta debía hacerse rápido, pues era un derecho al que la comunidad no podía renunciar.


			Mientras tanto, nosotros nos reunimos e internamente analizamos dos puntos: el de la compensación, pues ellos nos tenían que compensar por los daños causados durante treinta años que llevan ahí; y otro miembro de la comunidad proponía que la compensación era muy importante pero a la vez que nosotros no podíamos seguir viviendo allí porque había que pensar en una reubicación del resguardo, pues había mucha contaminación ambiental. Ante estas dos propuestas, hicimos una discusión y un análisis, pues para nosotros era muy difícil pensar en una compensación y decirles: “Nos van a compensar por tantos millones”, porque para nosotros era algo nuevo escuchar una pre-consulta sobre un proyecto. Nosotros no sabíamos cuáles eran las consecuencias que podía traer este proyecto; no sabíamos, por ejemplo, cuantificar la compensación que estábamos pensando en el momento. Ahí fue cuando pensamos que nosotros necesitábamos un acompañamiento jurídico con algunos profesionales expertos en cuantificar los daños y estas cuestiones. Y encontramos ese acompañamiento en el Cajar,2 que ya venía apoyando al reasentamiento wayuu de Tamaquito II. Para ese momento las empresas MPX y Pacific Rubiales habían desistido de hacer consultas previas diciendo: “¿Cuándo es que va a acabar ese proceso de reflexión?”. Finalmente solo quedamos con la de Cerrejón.


			Por eso nos siguieron atacando por todos lados: el Ministerio, la empresa y la consultora. Ellos presionaban preguntando que si ya habían soñado las autoridades, pues querían llevar las cosas muy apresuradas; llamaban y decían: “Reunámonos para que nos cuenten ese sueño tan bonito”. Entonces nosotros les dijimos que todavía no, que la gente no había soñado porque con ese afán no dejaban que pensáramos bien las cosas. En ese momento surgió otra idea en la comunidad. Se comenzó a decir que para nosotros era muy importante mantener unido el territorio. Los viejos, los mayores, empezaron a decir que nosotros no vamos a pensar en una reubicación porque aquí nos hemos criado, ha habido miembros de la comunidad muertos acá, que nosotros queremos nuestro propio cementerio, pues el cementerio es algo muy sagrado para nosotros, que los muertos era algo que no se podía mover.


			Fue así como, para la conmemoración de los diez años del desalojo forzado de la comunidad de Tabaco en la comunidad de Chancleta, el líder de la comunidad de Tamaquito II nos propuso comenzar el proceso de organización con el acompañamiento del Cajar. En asamblea de toda la comunidad de Provincial se escogieron cinco personas para hablar con la ONG y fue en la marcha de movilización realizada en Hato Nuevo que se concretó esta alianza y cuando enfatizamos en la importancia de conservar una unidad dentro de la comunidad con respecto a nuestra posición frente al proyecto de desviación del río. 


			Así empezó la gente a decir que nosotros no podíamos salir del territorio y comenzamos a hablar de la importancia del río Ranchería. Se dijo: “Nosotros NO nos vamos para una parte donde no haya agua, pues la vida no va a ser igual”. Que el mejor camino era que nos organizáramos para defender el territorio, porque para nosotros en el territorio hay unos elementos muy fundamentales; por ejemplo las plantas medicinales, que según las Ouutsüs –las personas conocedoras de la medicina tradicional– hoy se encuentran en las riberas del río Ranchería. Que para nosotros también el río era nuestra vena, el corazón, porque si permitimos que se desvíe el río pues nos moriríamos todos. 


			Ahí nosotros comenzamos a organizarnos, empezamos a formar la gente, a formar los miembros de la comunidad en el tema de la resistencia. También tuvimos conflictos al interior de la comunidad y se dieron discusiones dentro de las mismas familias, ya que no era fácil tener la misma posición contra los proyectos desde un principio. Hubo otras comunidades que habían realizado acuerdos en la pre-consulta y que al ver que no les cumplían se dispusieron a enviar palabreros para solucionar el conflicto con la persona de la empresa que había hecho el preacuerdo. Para nosotros los wayuu, el que viola la palabra, comete un delito, es una gran ofensa para nosotros.


			Iniciamos una fase de denuncia, comenzamos a meter derechos de petición a las instituciones del Gobierno que en su momento tenían la facultad de decidir sobre las licencias ambientales, las que eran responsables del manejo del tema ambiental, por ejemplo, Corpoguajira,3 el Anla4 y el Ministerio del Medio Ambiente. Le mandamos una carta al Presidente Santos diciéndole que nosotros rechazábamos la consulta previa porque, a pesar de ser un derecho fundamental de los pueblos indígenas, para nosotros significaba acabar nuestro territorio. Le dijimos que esa herramienta jurídica no la íbamos a utilizar porque estaba en contra de nuestros usos y costumbres. Esa fue la carta que le mandamos al Presidente, que también fue enviada a la empresa; se ofició copia al Cerrejón, diciendo que de ahí en adelante no entraran a nuestro territorio. Y comenzamos a hacer una tutela con otras comunidades y con la organización Aaciwuasug,5 que fue la que impulsó la tutela con otras organizaciones campesinas y afro que nos acompañaron en su momento. Y después de que mandamos esos derechos de petición analizamos que el mejor camino que se podía tomar era que la misma comunidad decidiera su futuro, que fuera ella la que decidiera lo que quería a futuro con el territorio. Que no venga el Gobierno a imponer o que no vengan las multinacionales a imponer el futuro de la comunidad y que para eso era necesario organizar a la gente y pensar en una Consulta Autónoma. Pero para llegar a esa consulta había que agotar la fase de organizar a la gente.


			Así creamos una escuela de comunicación y luego convocamos a una expedición por el río Ranchería con más de trescientas personas. Hicimos la agenda ambiental de la comunidad, se realizó una limpieza al territorio, se hizo una armonización o un ritual en los sitios sagrados y se llevó a cabo un foro municipal de denuncia. Hicimos también una movilización rechazando la consulta previa porque no contábamos con las garantías suficientes para realizarla. Llegaron muchas personas a apoyarnos, académicos, ONG, organizaciones sociales e indígenas nacionales, e incluso los partidos políticos como el Liberal, el Polo y hasta gente de las embajadas, pero nosotros manejamos el proceso sin presiones externas. Posteriormente seguimos haciendo giras a nivel nacional denunciando la desviación del río Ranchería, también hicimos una gira a nivel internacional y articulamos luchas de resistencia con otras comunidades río abajo del Ranchería hasta Riohacha. Lo importante era divulgar y visibilizar la importancia del río para nosotros.


			En ese proceso nos dimos de cuenta que muchas comunidades fueron engañadas en su momento por el Ministerio del Interior y la empresa, porque ellos comenzaron a ofrecer prebendas a la gente sin agotar una consulta previa. Así fueron firmando preacuerdos con la gente, ofreciendo caprinos, dinero, carros, llevando a muchos wayuu que estaban enfermos al médico especializado, ofreciendo canoas, ofreciendo construcción de molinos de viento y muchas cosas que ellos ofrecieron. Entonces nosotros no estuvimos de acuerdo con todos esos ofrecimientos que hacía el Ministerio con Cerrejón porque era como aprovechar la situación económica de las personas necesitadas. Haciendo todos estos trabajos de articulación de luchas, nosotros analizamos esa manera de aprovechar la situación económica de la gente. Para nosotros era también parte del proceso motivar a las comunidades para que ellas entraran a darse un sentido de pertenencia a ellas mismas y así muchas comunidades resistieron.


			Hubo la oportunidad de traer unos compañeros de Guatemala para compartir la experiencia de ellos sobre las consultas autónomas que se han hecho en ese país. También vinieron compañeros de México para lo mismo. Con todas esas fases que agotamos en su momento llegamos a la Consulta Autónoma, que para nosotros es una fase de la vida de la comunidad que hay que agotar también. Cuando nosotros pensamos en desarrollar una elección en la que la gente votara por lo que le convenía, para nosotros ahí no terminaba todo, era una fase más de la lucha autónoma. Con eso quiero decir que a medida que el tiempo avanza, a medida que la nueva generación avanza, para ella la Consulta Autónoma es como el círculo de la vida de la gente. De pronto nosotros iniciamos esta consulta porque estábamos en este proceso pero yo sé que más atrás viene una nueva generación que nos sigue, y ella continuará la autonomía porque lo que pensamos es que cada día nosotros queremos ser más autónomos en nuestro territorio, no solamente ante un proyecto de minería sino ante otros proyectos que puedan venir a dañar nuestro territorio. 


			Nosotros reconocemos que la consulta previa es un derecho fundamental de los pueblos indígenas. Así está contemplado en el Convenio 169 (de la OIT)6, en la Ley 21 del 91 con que fue ratificado en Colombia. También lo reconocemos en los artículos 243 y 330 de la Constitución: que sean los mismos indígenas quienes decidan por lo que pueda pasar en su comunidad. Sabemos que es un arma jurídica para nosotros pero en este momento no queremos utilizar esta herramienta jurídica para acabar con la vida de la comunidad. Habrá proyectos que se puedan consultar con la ley de consulta previa, proyectos que vayan en beneficio de la comunidad, proyectos que de verdad sean favorables para la comunidad. Pero si se trata de acabar la comunidad, nosotros estamos en contra de esa herramienta jurídica. Por eso optamos, porque la mejor herramienta jurídica que se puede utilizar en una decisión como la que enfrentamos es la Consulta Autónoma ¿Por qué? Porque es el pensamiento de la gente, el pensamiento del pueblo, el pensamiento de esos niños que votaron por la Consulta, esos niños de diez años, de once años, esos ancianos que votaron, que tomaron la decisión: nosotros queremos que el territorio esté libre de minería, libre de cualquier proyecto que venga a acabar con el territorio. 


			Esta es la experiencia que nosotros tenemos con nuestra Consulta Autónoma. Pero ella no termina ahí, sino que es un ciclo de vida de la comunidad que va muy articulado con el Plan de Vida de nuestro resguardo. Las votaciones que realizamos para la Consulta Autónoma eran solo un paso. La verdadera autonomía para nosotros fue cuando empezamos a decirle a la empresa, a las instituciones, al Ejército que no podían entrar en nuestro territorio, ni la Policía. 


			Todo es un proceso de organización pedagógicamente en la comunidad. En ese sentido, los sueños sobre la consulta previa nunca fueron claros porque algunas autoridades dijeron: “Nosotros no podemos seguir soñando, porque ya los sueños de nosotros no son precisos”. No era como antes, porque los viejos comenzaron a decir: “Ya nosotros no soñamos como antes, que nosotros soñábamos… que nosotros dormíamos con tranquilidad”. Por ejemplo, el ruido de la maquinaria, las voladuras, que nosotros escuchamos todo ese ruido constantemente en el día y en la noche; ya el sueño de nosotros no lo interpretamos bien. Algunas autoridades, algunas personas de la comunidad decían que el sueño para nosotros es algo muy importante, pero con la llegada de la minería hemos perdido esa capacidad, hemos distanciado ese sueño que siempre ha sido positivo para nosotros. Solo podremos volver a soñar cuando se vaya la minería de nuestro territorio. Por eso siempre le dijimos a la empresa y al Ministerio: “Hasta cuando soñemos”.


			Barrancas, La Guajira, 24 de junio de 2015.


		




  

			Introducción


			Mauricio Archila7


			A comienzos de la presente década Carbones del Cerrejón Limited, la empresa que opera la mina abierta más grande de América Latina,8 lanzaba un plan de expansión que implicaba desviar el río Ranchería, el principal de La Guajira, en 26,2 kilómetros. El proyecto P500 o Ii´wouyaa “Sembrando futuro” —como lo denominó la empresa, cuyo nombre en lengua wayuunaiki quiere decir “Las estrellas que anuncian la llegada de la primavera”— buscaba aumentar la explotación de carbón de 32 a 40 millones de toneladas anuales para el 2015 y posteriormente a 60 millones para el año 2033, año en que —supuestamente— acaba la concesión. La propuesta prometía generar 4.300 empleos en su fase de construcción, de aproximadamente tres años, y cerca de 5.000 nuevos puestos de trabajo fijo hacia el futuro, lo cual anunciaba mayor actividad económica, empleos indirectos, además de aumentar la proporción de regalías y de impuestos para el Departamento y la Nación. Según la empresa, era una nueva fase de relacionamiento con las comunidades vecinas (Cerrejón, 2011, 4).9 Una vez más se proclamaba la ilusión del desarrollo para un departamento que ha vivido no solo al margen de ese proceso sino de la misma nación.10


			Ubiquemos brevemente la situación de las comunidades indígenas del departamento para luego mirar el impacto del proyecto de desviar el río Ranchería. De acuerdo con el censo del Departamento Administrativo Nacional de Estadística (Dane), en 2005 la población total wayuu en Colombia es de 270.413 personas.11 Es el pueblo originario más numeroso del país, con el 19,42% del total de la población indígena nacional. El 85% habla la lengua propia.12 Se concentra en el departamento de La Guajira, en donde habita el 98,03% del total.13 La población wayuu es el 42,4% del total departamental. En Barrancas hay 4.637 indígenas sobre 22.207 pobladores.14 Según datos del Instituto Colombiano de Desarrollo Rural (Incoder), La Guajira tiene 27 resguardos legalmente constituidos con una extensión total de 1.084.027 hectáreas, de los cuales sobresale el de la Alta y Media Guajira, con cerca de 1.065.505 hectáreas, más del 98% de las tierras tituladas a los wayuu (Houghton, 2007, 227).15 Pero, a pesar de la existencia de resguardos, uno de ellos muy grande, la situación socioeconómica de los wayuu dista de ser la que se esperaba luego de más de treinta años de explotación carbonífera.16 Y esto se podría agravar con el proyecto de desviación del río Ranchería.





	

		Gráfica 1


		Ubicación del proyecto de desviación del río Ranchería
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			Fuente: Cerrejón, 2011.


		







			Curiosamente, el lanzamiento de ese plan de expansión de la multinacional trató de ser de bajo perfil mediático, e incluso altos funcionarios de la empresa buscaron disminuirle el tono a sus alcances. Alguno dijo que era solo una propuesta de expansión de la empresa entre tantas que iban a considerarse.17 Otro señaló que hasta ahora se estaba en preconsultas, no en consultas previas, y que en caso de decidirse por ese proyecto no se afectaría a las comunidades vecinas.18 Sin embargo, la periodista de La Silla Vacía “conoció la respuesta a un derecho de petición al Ministerio del Interior, en el que la entidad afirma que ‘la empresa Cerrejón solicitó mediante oficios de noviembre 29 de 2010 y diciembre 7 de 2010, el inicio formal del proceso de consulta previa’” (Orduz, 2012, 5).19 No deja de sorprender que una obra de tales magnitudes se tratara de manejar como un rumor que se lanza y luego se niega.


			Tal comportamiento no era para menos, pues el proyecto tenía tremendos costos sociales y ambientales para la región y especialmente para las comunidades que rodean la mina, incluso según los cálculos conservadores de la empresa. Se trataba de la desviación en dos tramos (más de 26 kilómetros) del principal acuífero de la región,20 lo cual significaba la pérdida de aproximadamente el 40% de su caudal —unos 32 millones de metros cúbicos de la capacidad de almacenamiento de agua subterránea—. Se reubicaría el curso natural del río y se excavarían profundos tajos a cielo abierto, con afectaciones ambientales y socioeconómicas que la misma empresa reconocía y se comprometía a prevenir, mitigar, corregir y, si era el caso, compensar (Cerrejón, 2011, 5). Pero también, para mantener el nivel del agua, se requeriría construir un embalse en la confluencia de los ríos Mapurito y Palomino en el municipio de Barrancas, para surtir principalmente a la mina del Cerrejón. Además, al aumentar el volumen de carbón, habría que readecuar el ferrocarril en los 150 kilómetros de su extensión para transportar el mineral hasta el puerto de exportación, el cual también debería ser ampliado (Tostón, 2013, 39).







	

			Gráfica 2


			Comunidades indígenas y cabeceras municipales


			en el AID del Proyecto de Expansión
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			Fuente: Cerrejón, 2011, 9.


		





			Una de las comunidades wayuu más afectadas por dicho proyecto es la del Resguardo Provincial, que está dentro del área de influencia de la mina: de ésta la separa precisamente el río Ranchería, del cual depende para su existencia, no solo material sino también cultural. El Resguardo Provincial está ubicado en el municipio de Barrancas, al sur de La Guajira, y está conformado por indígenas wayuu que retornaron a su territorio ancestral a lo largo del siglo XX.21 Mediante la Resolución 085 del entonces Instituto Colombiano de la Reforma Agraria (Incora), fechada el 26 de septiembre de 1988, este asentamiento fue reconocido como resguardo indígena. En la actualidad, el Resguardo Provincial tiene una extensión de 460 hectáreas, donde habitan 547 personas que hacen parte de 159 familias dedicadas principalmente a la agricultura de subsistencia, al pastoreo y a labores artesanales, estas dos últimas, tareas preferencialmente femeninas.22 Como se dijo, el resguardo se localiza en el área de influencia de la empresa Cerrejón y limita al oriente con el río Ranchería, que, además de abastecer el agua para el consumo, contribuye a la construcción del territorio de esta comunidad wayuu, en la medida en que marca las prácticas y lugares de siembra, las rutas de pastoreo, los sitios sagrados, las actividades lúdicas y de esparcimiento.


			Por ello, frente al proyecto de desviación del río, el Resguardo Provincial tiene una oposición declarada: no solo afectaría sus prácticas y costumbres sino que, en un futuro, podría significar la necesidad de reubicar a toda la comunidad, con los mortales efectos que eso conllevaría. En 2012, la comunidad manifestó su rechazo al proyecto en una carta dirigida al Presidente de la República, en la cual expresó “la necesidad de avanzar con una consulta interna, es decir, un proceso de reflexión y decisión al interior del resguardo” (Orduz, 2012, 5). De esa manera, el resguardo comenzó un proceso organizativo para la realización de una Consulta Previa, que derivó en Autónoma —como se señala en el Preámbulo y lo explicaremos en los respectivos capítulos—, prescindiendo, para su realización, tanto de los agentes estatales como de la empresa Cerrejón. Durante 2012 y bajo el lema “Al Río Ranchería nadie lo desvía” comienzan a realizarse movilizaciones que buscan visibilizar la situación y que tendrán como momento crucial la realización de la Consulta Autónoma de agosto de 2014.23 

	







			Gráfica 3


			Luchas sociales en La Guajira asociadas con minería
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			Fuente: Cinep. Base de Datos de Luchas Sociales.


		





En todo este proceso ha habido trabajo conjunto con otras comunidades wayuu24 y afrodescendientes,25 las cuales han contado también con la solidaridad de comunidades vecinas étnicas y de campesinos mestizos, así como de los trabajadores de la mina,26 habitantes de los municipios cercanos, intelectuales y ONG del ámbito nacional e internacional.


			En noviembre de 2012 la empresa anunció que posponía los estudios sobre la desviación del río Ranchería debido a la baja del 35% en los precios del carbón (Semana, 8 de noviembre de 2012). La nota informativa señalaba también que el proyecto había sido duramente resistido por las comunidades.27 Y agregaba que “La empresa también anunció que continuará considerando alternativas para elevar su producción y cumplir con ‘su proyecto actual de crecimiento que tiene como fin elevar la producción de 32 a 40 millones de toneladas anuales para el 2015’. Para estas metas, la empresa ‘realizará inversiones de 1.300 millones de dólares y generará más de 5.000 trabajos durante todo el ciclo de vida del proyecto’” (Ibíd.). 


			Sin embargo, para las comunidades amenazadas por la megaobra el peligro no paró con ese anuncio; sigue vigente, pues no está cancelada sino suspendida. Y ellas han aprendido a desconfiar de la multinacional, máximo cuando ésta afirma que “suspende los estudios” para la desviación, pero que sigue considerando “alternativas para elevar su producción”.28


			Y parecen tener la razón, como lo muestra el reciente anuncio de desviación del arroyo Bruno —Proyecto P 40—, un afluente del río Ranchería (El Tiempo, 7 de febrero de 2015).29 La historia parece conocida: se trataría de mover un tramo de 3,6 km. del arroyo a 700 metros al norte y supuestamente no se afectaría el caudal, pues lo que se pretende es sacar carbón de debajo de su lecho. La empresa aduce que la propuesta está dentro del área de concesión y que desde fines del siglo pasado cuenta con licencias de la Anla. El proyecto, que está en curso, se orienta a cumplir con la meta de expansión, la misma razón que se aducía para alterar el curso del río Ranchería. Y en caso de no llevarse a cabo —de nuevo la empresa utiliza un tono amenazante—, “la afectación social y económica […] es que entre 600 y 1.100 trabajadores directos quedarían cesantes y que se reducirían recursos que le dejarían de llegar a la Nación y a la región” (Ibíd.). Como afirmó una líder indígena, “Nosotros sabemos que lo del río (Ranchería) está en suspensión, no está cancelada la desviación y que ese monstruo llamado Cerrejón presentará en cualquier momento la iniciativa de desvío” (Milaxi María Herrera, citada en Tostón, 2013, 56).


			En ese contexto se produjo la Convocatoria 609 de 2013 de Colciencias, bajo el título de “Arte, cultura y diálogo de saberes”. Nos llamó la atención esta última expresión, algo extraña en la tradición de este ente estatal que ha privilegiado la investigación en forma clásica —por no calificarla de más—, pues aparecía como una forma de homenaje a la trayectoria de Orlando Fals Borda y en general de los investigadores que han buscado otras formas de conocimiento más cercanas a los movimientos sociales. Eso nos motivó a inscribirnos en esa Convocatoria, y en concreto dentro de la sexta línea temática que llamaba a reflexionar en torno a “gobierno propio y gestión del territorio” y sugería que un punto era la “consulta previa”. Así presentamos el proyecto “Teoría y práctica del diálogo de saberes: la consulta previa en La Guajira” y ganamos la convocatoria para ser cofinanciados por Colciencias por 18 meses.


			Si bien la investigación se inició formalmente en enero de 2014, desde tiempo atrás dos equipos del Cinep/PPP (Tierras y Derecho al Territorio y Acompañamiento Organizativo a los Pueblos de la Sierra Nevada de Santa Marta) venían adelantando una labor con las comunidades indígenas y afrodescendientes del sur de La Guajira ante el anuncio de desviación del río Ranchería y en general ante los efectos negativos de la megaminería carbonera en la región. En este proceso había un trabajo conjunto con otras ONG que tenían presencia en la zona, como el ya mencionado Cajar y el Centro Nacional Salud, Ambiente y Trabajo (Censat-Agua Viva). Por su parte, el grupo de Movimiento Sociales del Cinep/PPP no era ajeno a la temática de la convocatoria de Colciencias ni al trabajo del Centro en La Guajira. De hecho, no solo ha alimentado bases de datos sobre luchas sociales en Colombia desde 1975, sino que desde 2011 ha participado en la elaboración de informes especiales sobre minería en Colombia y sobre extractivismo en el país y en América Latina. Además, en varios momentos ha acompañado a actores sociales (Archila, 2013-B), lo cual incluye la presencia en la zona desde antes del inicio formal de esta investigación. El equipo de investigación estuvo constituido originalmente por Zohanny Arboleda, Mauricio Archila, Jorge Cote y Martha Cecilia García, con el apoyo de Sergio Coronado y Javier Lautaro Medina. Debido al retiro de Jorge Cote a comienzos del presente año, se incorporaron a él Ana María Joven y Tatiana Cuenca.


			La investigación “Teoría y práctica del diálogo de saberes: la consulta previa en La Guajira” tenía como objetivo elaborar conocimiento que se proyecte en políticas públicas sobre aspectos teóricos y metodológicos del diálogo de saberes y sistematizar la manera como esta traducción intercultural se pone en práctica en un proceso de Consulta Autónoma en la comunidad wayuu de Provincial. La intención era emprender algo más que un acompañamiento, y por eso optamos por una investigación colaborativa, según se explicará en capítulos posteriores. Dentro de los productos comprometidos está el libro del cual estamos escribiendo la Introdución. Su contenido fue construido por un equipo investigador del Cinep/PPP en reuniones periódicas de profunda y descarnada discusión, y luego, el 11 y 12 de junio de 2015, socializado y debatido con académicos, ONG, movimientos sociales y agentes estatales. Pero más importante es señalar que sus elementos centrales surgieron del largo diálogo sostenido con la comunidad de Provincial por casi dos años y se discutieron con ella en el taller del 25 de junio del mismo año 2015. Por último, para cumplir con los requisitos editoriales del Cinep/PPP, el conjunto del libro fue evaluado por jurados de reconocidas calidades académicas, cuyas sugerencias y comentarios, así como los vertidos en los diversos talleres de socialización, incorporamos hasta donde nos fue posible. Veamos su contenido.


			El libro “Hasta cuando soñemos”, Extractivismo e interculturalidad en el sur de La Guajira, está estructurado en tres partes, que siguen los objetivos específicos del proyecto. La primera se refiere a los elementos “teóricos” y conceptuales que guiaron la investigación; la segunda, que consta de un solo capítulo, apunta a reflexionar sobre la metodología seguida en el proceso investigativo, y la tercera condensa sus principales hallazgos bajo la rúbrica de “práctica”, especialmente en las dimensiones históricas del poblamiento y la extracción minera, así como en el impacto socioambiental de esa actividad. El texto se cierra con unas conclusiones que remiten al proceso concreto de Consulta Autónoma en Provincial, seguidas de un Epílogo que sugiere recomendaciones de política pública sobre lo analizado.


			Antes de esta Introducción insertamos la narración que Luis Emiro Guariyú, Cabildo Gobernador del Resguardo Provincial, hizo del proceso que derivó en la Consulta Autónoma. Nos parece que es un excelente Preámbulo de los temas que abordará esta publicación y máxime si proviene de una voz wayuu que de esta forma muestra los esfuerzos de colaboración realizados a lo largo de esta investigación. La narración permite también entender el título del libro, pues señala no solo la importancia que para los wayuu tiene su práctica de soñar como una forma de comunicación espiritual, sino asimismo la imposibilidad de hacerlo por la presencia de la empresa minera. De esta forma se sugiere que la lucha por recuperar la autonomía territorial implica que los espíritus podrán volver, en forma tal, que los habitantes del resguardo y del sur de La Guajira podrían soñar de nuevo.


			La primera parte del libro, cobijada por el título “Teoría”, se inicia con un capítulo escrito por Mauricio Archila que describe y analiza la trayectoria del “diálogo de saberes” en Colombia, inscribiéndola en el contexto continental y global. El concepto de diálogo de saberes comenzó a circular en las ciencias sociales latinoamericanas en la segunda mitad del siglo XX, a la par con las formas de investigación activa, dentro de las cuales se destaca la Investigación Acción Participativa (IAP), propuesta que sufrirá transformaciones con el paso del tiempo. El autor postula tres momentos del diálogo de saberes, sin que haya una ruptura clara entre uno y otro: 1) el compromiso científico y la conformación de la propuesta de la IAP de finales de los años 60 y comienzos de los 70; 2) la consolidación de la IAP como un nuevo “paradigma” de las ciencias sociales, a fines de los años 70 y en los 80; 3) los replanteamientos de la IAP y el giro hacia la investigación colaborativa, de los años 90 para acá.


			La primera fase del diálogo de saberes, que se designa también como investigación comprometida o “militante”, fue diseñando los contornos de la IAP. Como fruto de condiciones históricas particulares de América Latina y el Tercer Mundo, y de la crisis de las ciencias sociales en los países del Norte, algunos científicos sociales latinoamericanos —entre quienes se destaca Orlando Fals Borda— se plantearon la necesidad de encontrar métodos más apropiados para conocer la realidad. En tal cometido se acercaban a las nuevas izquierdas, en un común horizonte marxista que los hacía proyectarse hacia la investigación “militante”, para la cual utilizaban métodos convencionales de las ciencias sociales pero haciendo énfasis en el compromiso político y en la inserción en las comunidades. Les preocupaba igualmente la concientización de las bases con las que trabajaban, con un modelo que añoraba el partido de vanguardia de la revolución. Esos primeros pasos muestran una ruptura con el positivismo y sus derivados teórico-metodológicos, especialmente en cuanto a la separación entre objeto y sujeto, así como entre teoría y práctica. Diversas experiencias que se analizan en este capítulo contribuyeron no solo a ampliar las luchas sociales sino que además arrojaron interesantes resultados en cuanto a la recuperación del pasado y el rescate de figuras populares olvidadas, incluso en la memoria colectiva de los subalternos.


			En la segunda fase, de fines de los años setenta y los ochenta, que el autor caracteriza como definición de los perfiles y consolidación de la IAP, se profundizan las posturas teóricas y metodológicas a favor del compromiso con la causa popular, aunque con menor mesianismo que en la fase inicial. El acercamiento al pueblo es más horizontal y se abre la posibilidad de que en el seno los movimientos sociales surjan intelectuales orgánicos, pero todavía la IAP respira una añoranza por la “verdadera conciencia”, que proviene de fuera de ellos. De esa manera el pretendido diálogo de saberes sigue siendo asimétrico, algo que, con el paso del tiempo, comienza a ser cuestionado. No era claro si la IAP constituía un nuevo paradigma, pues no daba el paso a romper de tajo con las formas de poder coloniales. Se le criticó asimismo la sobrevaloración de lo popular, la creencia en la praxis como criterio de verdad y cierto desgano ante la teoría, aunque seguía nutriéndose de un marxismo cada vez más heterodoxo, que la distanciaba de las izquierdas.


			Por último, en la tercera fase del diálogo de saberes, de los años noventa para acá, se profundizan las críticas a la IAP, incluso por parte de sus mismos creadores, especialmente sobre las relaciones entre conocimiento y poder. De ahí que se hable de investigaciones colaborativas, que, si bien no suprimen totalmente la asimetría en el conocimiento, sí impulsan el diálogo de saberes en forma más radical, pues no se parte de que el investigador posea la verdad, como tampoco el subalterno. Son encuentros de iguales, pero distintos. Por supuesto que en el mundo actual no hay total simetría, pero ella se busca afanosamente, no solo por el agotamiento de las ciencias sociales convencionales sino principalmente por la irrupción de nuevas formas de movilización social. El subalterno ya no es un mero informante, puede ser investigador de su propia realidad. Aquí cobran importancia no solo las metodologías de co-labor sino también la investigación crítica de las formas de conocimiento coloniales. Así se cierra este extenso capítulo, para dar paso a otros que desarrollan los conceptos claves de la investigación propuesta.


			El siguiente apartado, elaborado por Mauricio Archila y Martha Cecilia García, apunta a dos categorías centrales del proyecto investigativo que están conectadas, tanto por la perspectiva teórica de los investigadores como por la cosmovisión de los wayuu: la interculturalidad y las nociones de Vida Buena. De esta forma, el capítulo se inicia con un balance de las propuestas de multiculturalismo e interculturalidad, sopesando sus aportes y limitaciones, especialmente para las minorías étnicas colombianas. Una de esas formas de diálogo es la traducción intercultural, que, más allá de lo lingüístico, establece el diálogo de dos o más cosmovisiones y culturas. Esto se pone a prueba en proyectos de desarrollo que involucran, entre otras, a las comunidades étnicas. En tal dirección los autores reflexionan sobre el concepto de desarrollo y las críticas que surgen, tanto en Occidente como en los pueblos originarios, especialmente andinos, en torno de una mirada más armónica con la naturaleza y entre los seres humanos, en lo que se ha llamado nociones de Vida Buena o buen vivir. Aunque la investigación privilegia la interculturalidad en un horizonte crítico, se reconoce que en la práctica los wayuu del sur de La Guajira suelen recurrir pragmáticamente al multiculturalismo mientras claman por un diálogo intercultural. Lo anterior no es solo por corrección política sino también porque, situados en zonas de contacto o de frontera cultural, ellos hacen ejercicios de traducción intercultural, en especial ante las nociones de desarrollo que han sufrido desde hace treinta años y que se han puesto de nuevo a prueba con el proyecto de desviación del río Ranchería. En esta lucha reciente las comunidades wayuu, afrodescendientes y mestizas del sur de La Guajira avanzan incipientes críticas al desarrollismo occidental. Si bien no construyen un elaborado discurso de Vida Buena, y menos lo ponen explícitamente como meta política —como ocurre con otros pueblos indígenas del continente, especialmente del área andina—, desde sus prácticas económicas y culturales atisban ese discurso, resistiendo a formas de desarrollo como el extractivismo minero que les ha tocado enfrentar.


			Esas nociones y prácticas interculturales son también las que se ponen en juego ante los procesos de consulta previa, tema que aborda Zohanny Arboleda en el siguiente capítulo. Para entender mejor la propuesta alternativa del Resguardo Provincial de realizar una Consulta Autónoma, la autora se remonta a los conceptos de territorio y territorialidad, consulta previa y autonomía. Así, parte de la idea de que el territorio es algo producido socialmente y que está en permanente cambio. La noción sugiere que es multidimensional. El territorio es, por ende, un lugar de disputa entre diversos actores, lo cual a su vez establece relaciones sociales e identidades. En el caso indígena la noción de territorio es más apropiada que la de tierra —vinculada a las clases campesinas—, pues permite ponderar lo colectivo, lo ancestral y la autonomía. Sin esta última difícilmente se puede hablar de defensa territorial. Uno de los mecanismos institucionales dirigidos a dirimir los conflictos territoriales es la consulta previa, que se fundamenta en el Convenio 169 de la OIT, ratificado por el Estado colombiano en la Ley 21 en 1991 y reforzado en 2007 por la declaración de la ONU sobre los pueblos originarios. Supuestamente, la consulta previa es una forma de participación de las comunidades étnicas ante proyectos que afectan su existencia, que además requiere de suficiente información y de un ambiente de libertad para opinar y pronunciarse. Pero todos estos aspectos, desarrollados por sentencias de la Corte Constitucional, en la práctica no se están aplicando en el país, y en concreto en el sur de La Guajira ante la propuesta de desviación del río Ranchería. Por estas limitaciones, algunas comunidades wayuu han decidido realizar procesos de Consulta Autónoma al margen del Estado y las empresas multinacionales, similares a las consultas populares pero con una institucionalidad propia que se asienta en sus autoridades tradicionales y en el derecho ancestral. Son formas de autogobierno y autodeterminación que señalan un sendero de mayor autonomía —valga la redundancia—, sin que impliquen una separación del Estado nación, como sí lo plantean algunos pueblos originarios de América.


			Concluye así la primera parte de este libro dedicada a las categorías y conceptos claves en la investigación adelantada en el sur de La Guajira, parte que hemos llamado “Teoría”. Como puente de ésta con la “Práctica”, ubicamos un único capítulo, centrado en la reflexión sobre la metodología investigativa, redactado por Mauricio Archila con el aporte del resto de los integrantes del equipo del Cinep/PPP. Lo metodológico no suele ser materia de reflexión en las investigaciones activas, y aun en las colaborativas, y tal vez aquí radique una de las novedades de este libro, pues no es fácil ser autorreflexivo y reconocer los logros, pero también las limitaciones de estos procesos. De esta forma, en el capítulo se hace una somera descripción de la investigación, luego se resaltan seis núcleos problemáticos, que en general giran en torno a la asimetría del conocimiento entre el equipo del Cinep/PPP y la comunidad wayuu del Resguardo Provincial, para así avanzar en los aportes y concluir con los mutuos aprendizajes, tanto de la comunidad como del grupo investigador, que apuntan a una investigación colaborativa, en el tránsito hacia un diálogo de saberes descolonizador.


			La tercera sección, bajo la rúbrica de “Práctica”, se inicia con el capítulo quinto, “Retornar a la tierra ancestral”, escrito por Martha Cecilia García, quien recoge tanto testimonios como fuentes primarias y secundarias para describir y analizar el poblamiento del sur de La Guajira y en concreto del actual territorio del Resguardo Provincial. El estudio empieza en la primera mitad del siglo XX, cuando algunos wayuu del norte de La Guajira retornaron al sur. Por esta vía la autora cuestiona no solo la idea de que había tierras vacías, sin gente, sino incluso la noción de baldíos, para recoger la categoría de territorios ancestrales, en los que residía población wayuu de viaja data y a la cual se sumarían, tanto los recién llegados como los colonos mestizos y afrodescendientes. Dentro los motivos de la migración del norte se destacan las sequías, la sobrepoblación de ganados (especialmente caprinos), el estrechamiento de su habitat por el avance de actividades agrícolas, ganaderas y comerciales, y algunas guerras interclaniles. Así van retornando a las zonas más fértiles de las estribaciones de la Sierra Nevada de Santa Marta y la Serranía del Perijá, que a su vez eran cruces de caminos y de intercambio. La autora va identificando algunos de estos sitios, que surgen de la memoria de los migrantes pero que no son fáciles de ubicar geográficamente. El retorno fue duro, pues ya estaba avanzando un proceso de privatización de los territorios ancestrales, razón por la cual algunos debieron llegar a tierras colonizadas por mestizos y someterse a formas de trabajo coactivas para sobrevivir. Este es el caso de la comunidad de Provincial, en unas tierras donde se había asentado José María (Chema) Hernández. Luego de esas nuevas oleadas de migración vendrá la bonanza marimbera de los años 70, que acentúa la violencia, refuerza los estereotipos negativos de los guajiros y exacerba los conflictos interclaniles, que explican el arribo de nuevos pobladores wayuu a la región. Y casi paralelamente aparece el boom del carbón, que estimula una feria de títulos pero con la intención de desposeer de sus tierras a indígenas y afrodescendientes. Para proteger territorios ancestrales se recurrió a la forma del resguardo indígena, iniciada en 1984 con el extenso de la Alta y Media Guajira, y cuatro años después con la mayoría de los pequeños del sur, entre ellos el de Provincial. La forma resguardo implicó someterse a la legislación nacional indigenista, ajena en muchas dimensiones a las tradiciones wayuu. La autora hace una descripción breve de los sectores en los que actualmente está dividido el resguardo, a partir del árbol genealógico elaborado en conjunto con la comunidad. El capítulo se cierra con las formas de preservación del territorio en el sur de La Guajira y en concreto en Provincial, ante los herederos de don Chema pero sobre todo ante la multinacional Cerrejón, que amenaza, una vez más, con arrebatarles el territorio ancestral, razón por la cual están dispuestos a resistir hasta el final.


			El estudio del poblamiento del sur de La Guajira es acompañado por el análisis de la manera como arriba a la región la explotación minera y de los efectos que ella va a provocar en sus habitantes, particularmente en el Resguardo Provincial. 


			Tales son los temas de los dos últimos capítulos de este libro. El titulado “Se firmó el contrato del siglo”, escrito también por Martha Cecilia García, se inicia con la frase “sembrar carbón”, que se asemeja a la pronunciada en Venezuela en varios momentos de su historia reciente, aunque referida al petróleo. El fondo es el mismo: un canto al desarrollo social proveniente de la extracción de un recurso natural, que dejará no solo sinsabores en las respectivas sociedades por las promesas incumplidas sino muchos daños en las poblaciones circunvecinas. La autora señala que desde finales del siglo XIX las elites nacionales querían extraer el carbón de la península guajira. Por diversos factores no se pudo iniciar la explotación, y lo mismo ocurrió a mediados del siglo XX, cuando algunas multinacionales hicieron perforaciones mientras alegremente prometían beneficios para el país y la región. Solo a partir de los años 70 comenzaría a tomar cuerpo la ilusión extractivista en torno al carbón de El Cerrejón. Si bien fueron varios los contratos que los diversos gobiernos colombianos de turno elaboraron con empresas multinacionales y algunas de fachada nacional, el “contrato del siglo” apareció en la zona norte-sur con una filial de la Exxon —International Colombia Resources Corporation (Intercor)— y su contraparte colombiana Carbones de Colombia (Carbocol). La autora dedica varias páginas a revisar los términos del contrato, que fue duramente criticado por políticos como Luis Carlos Galán, técnicos de Carbocol y sectores de la academia nacional. A pesar de ello se impuso el ideal de progreso que ilusionaba no solo a las elites nacionales sino también a las regionales. Pero, sin necesidad de que fueran profetas, los críticos acertaron en los irrisorios logros de la explotación carbonífera de El Cerrejón en contraste con los muchos efectos negativos que tendría para la nación, la región y sus habitantes. Como suele ocurrir en el país, las cosas han empeorado en los recientes contratos de explotación minera —una de las locomotoras del actual gobierno—, tema con el cual la autora cierra el capítulo, no sin criticar la mistificación del progreso que estaba en la base del ideal desarrollista de “sembrar carbón”. Como complemento de este capítulo se incluye una nota del economista Guillermo Rudas que apunta a ver el panorama minero y del Cerrejón treinta años después de la firma del mencionado contrato.30


			El último capítulo, elaborado por Zohanny Arboleda y Tatiana Cuenca, toca precisamente las consecuencias materiales, ambientales y culturales de la explotación minera de El Cerrejón, especialmente en el Resguardo Provincial. Sus autoras parten también de rebatir la idea de que dicha actividad beneficiaría a las comunidades vecinas. A este tema le dedican la primera sección para ilustrar con testimonios y análisis académicos las consecuencias socio-culturales de la minería en el sur de La Guajira, especialmente en los territorios comunitarios. Por eso las autoras suscriben la tesis de David Harvey de la “acumulación por desposesión”. En segunda instancia analizan la disputa territorial que está implícita en este forcejeo entre comunidades y empresas multinacionales, con la activa participación del Estado a favor de las segundas. En concreto, examinan las afectaciones espaciales y corporales, pero también las culturales y espirituales de la megaminería en el Resguardo Provincial. Es esto lo que explica que dicha comunidad, junto con otras wayuu, afrodescendientes y mestizas de la región se oponga crecientemente, no solo a la desviación del río Ranchería sino también a la explotación minera en la zona. Eso se comprobó en las jornadas de denuncia acaecidas a mediados de 2014, que derivaron en las Consultas Autónomas realizadas en el Resguardo Provincial y el asentamiento Tamaquito II el 9 agosto de ese año, cuando la afirmación de los territorios en contra de la megaminería ganó abrumadoramente. Este último tema es el que cierra este libro a modo de conclusión, en un capítulo que también fue redactado en conjunto por las autoras del anterior acápite. Le sigue un Epílogo con unas recomendaciones de políticas públicas redactadas por Sergio Coronado a partir de sugerencias de las mismas comunidades involucradas en el proceso de resistencia a la desviación del río Ranchería y en general a la minería del carbón. 


			La presente obra admite muchas formas de lectura. La que obviamente sugerimos es seguir el orden de los capítulos tal como los hemos presentado, pues permitirá entender el marco conceptual y metodológico del que partimos para hacer los hallazgos que luego describimos. Pero también puede interpretarse en forma distinta, como lo hicimos en el seminario de socialización de avances del 11 y 12 de junio del presente año, que comenzó por el capítulo metodológico, siguió a la parte “práctica” y luego retornó a la “teórica”. Incluso el lector no interesado en debates académicos se puede saltar esa primera parte, aunque posiblemente se quede sin entender muchos de los conceptos y categorías previamente analizados. 


			Por último, queremos agradecer a la comunidad del Resguardo Provincial y a sus autoridades tradicionales e institucionales, en especial el Cabildo-Gobenador Luis Emiro Guariyú, por la cálida acogida que siempre nos dieron y su disposición de colaborar en esta pesquisa. Igualmente manifestamos nuestra gratitud a todos los entrevistados, tanto de Provincial y de otras comunidades de la región como de funcionarios y académicos. Sin ellos y sin los talleres con la comunidad difícilmente hubiésemos comprendido lo que entendimos en estos casi dos años de acompañamiento. 


			Merecen un reconocimiento especial Bladimir Sánchez, Rossana Fuentes, Yosmaira Uriana y Luis Segundo Pitre por la realización del video, Ana María Joven por la elaboración del cuaderno pedagógico —otro de los resultados de esta investigación— y Liliana Téllez por la transcripción de entrevistas y talleres. Igualmente hacemos extensiva nuestra gratitud a los funcionarios de las bibliotecas y centros de documentación que consultamos, especialmente a las auxiliares del Centro de Información sobre Grupos Étnicos de la Universidad de La Guajira, Aura Bonivento Epieyu, Jackeline Gutiérrez Pacheco e Irina Magdaniel Hernández.


			Agradecemos los comentarios de los participantes en el seminario de socialización con académicos realizado entre el 11 y el 12 de junio de 2015, y especialmente a los lectores de los avances: Joanne Rappaport, Hernán Darío Correa, Guillermo Rudas, Julio Fierro, Camilo Borrero y Rosembert Ariza. Rappaport y Borrero también fueron juiciosos evaluadores del libro, y a ellos se agregó el padre Alejandro Angulo, de cuya sabiduría nos hemos beneficiado en muchas oportunidades. A los tres les reconocemos sus oportunas sugerencias para mejorar esta publicación. 


			También hacemos un reconocimiento al apoyo recibido por las directivas, investigadores y el personal administrativo del Cinep/PPP. Mención especial merece Javier Lautaro Medina, literalmente compañero de viaje de esta pesquisa. Consignamos nuestro aprecio por la labor de Jennipher Corredor en la multimedia sobre las Jornadas por la Vida, la Autonomía y la Permanencia en el Territorio; de Margareth Figueroa en la coordinación editorial, de Álvaro Delgado en la corrección de estilo y de la Ediciones Ántropos en la edición de este libro. Por último, reconocemos nuestra deuda con Colciencias y Cordaid por los apoyos financieros brindados a lo largo de este proceso.
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			Capítulo 1

Trayectoria del diálogo de saberes en Colombia


			Mauricio Archila31


			El concepto de diálogo de saberes comenzó a circular en las ciencias sociales latinoamericanas en la segunda mitad del siglo XX, a la par con las formas de investigación activa. Una manera de acercarnos a dicho diálogo es estudiar la génesis de tales modalidades de investigación. Ante todo es preciso señalar que la Investigación Acción Participativa (IAP) fue una lenta elaboración de intelectuales latinoamericanos y del Tercer Mundo, con aportes de científicos sociales europeos y norteamericanos. De acuerdo con la literatura revisada, se podría hablar de tres momentos de la investigación activa, sin que haya una ruptura clara entre uno y otro; más bien son énfasis que se van superponiendo de acuerdo con los nuevos contextos globales y de nuestra sociedad: 1) el compromiso científico y la conformación de la propuesta de la IAP entre finales de los años 60 y comienzos de los 70; 2) la consolidación de la IAP como un nuevo “paradigma” en las ciencias sociales, a fines de los 70 y en el curso de los años 80; 3) los replanteamientos de la IAP y el giro hacia la investigación colaborativa, de los años 90 para acá. Desarrollemos esos momentos en las tres secciones que componen este capítulo.


			El compromiso en las ciencias sociales y la investigación “militante”


			La reflexión inicial sobre el diálogo de saberes y la construcción de la IAP en Colombia y América Latina se enmarcan con tres fenómenos simultáneos: el agotamiento global del capitalismo industrial, la radicalización política global y continental y la crisis de las ciencias sociales provenientes de Europa y Estados Unidos. En cuanto al contexto político global y continental —que va a tener repercusiones en la particularidad colombiana—, nos referimos al límite de crecimiento del capitalismo en los países centrales y al consiguiente desmonte del Estado de Bienestar, especialmente la crisis impulsada a comienzos de los años 70 por los precios del petróleo. A la par, se presenta el fin del colonialismo clásico europeo y, en el caso de América Latina, el agotamiento del desarrollismo, en especial a través de la Alianza para el Progreso, agenciada por Estados Unidos para preservar el continente de la influencia de la Revolución Cubana. Esto va a estar acompañado de una radicalización política mundial con el auge de las luchas anticoloniales y la aparición de las nuevas izquierdas, que en todas partes reclamaban una renovación del ideario revolucionario. En América Latina ellas se expresaron a través de la reivindicación de la lucha armada, que, en el caso colombiano, catalizó la oposición de izquierda al cerrado régimen de coalición bipartidista y recogió la tradición de la autodefensa campesina durante La Violencia. Las nuevas izquierdas continentales apelaban, todavía dentro de la matriz marxista-leninista, al conocimiento de la realidad para transformarla (Archila y otros, 2009), y el destinatario de su mensaje era el pueblo o el conjunto de sectores explotados, con una supuesta vanguardia obrera pero con gran protagonismo campesino, estudiantil y de sectores populares urbanos.32


			En Colombia, como en general en América Latina, estos procesos derivan en la inconformidad de muchos intelectuales, incluidos los escritores del llamado “boom latinoamericano”.33 En el mundo académico del subcontinente se produciría un cuestionamiento de las matrices que estaban en el origen de las ciencias sociales, en especial el positivismo. De esta forma se criticaba el fetichismo científico, que creía en la existencia de una ciencia neutral que podía construir un conocimiento objetivo y verdadero de alcance universal, y que separaba tajantemente el objeto del sujeto así como la teoría de la práctica.34 De hecho, se comenzó a denunciar que toda ciencia partía de intereses de clase y que de alguna forma estaba siempre comprometida, bien con la perduración del orden existente, bien con el cambio revolucionario. Partiendo de estas convicciones, científicos sociales tercermundistas comenzaron a buscar las formas más apropiadas de conocimiento de la realidad. Allí se destaca la trayectoria del sociólogo colombiano Orlando Fals Borda, principal proponente de lo que luego se designará como IAP. Veamos su recorrido intelectual en esos años para ilustrar el origen de su propuesta teórico-metodológica, que plantea el diálogo entre saberes académicos y populares, precisamente en el momento en que están surgiendo las ciencias sociales en el país (Archila, Correa, Delgado y Jaramillo, 2006).


			En un discurso de 1965, cuando aún Fals Borda enseñaba en la Universidad Nacional de Colombia, proponía una reorientación de la sociología que se apoyara en el conocimiento de la realidad colombiana y latinoamericana, estuviera comprometida con el desarrollo y mostrara independencia intelectual ante el colonialismo, sin rechazar lo que se producía en otras partes del mundo, especialmente en los países del norte. Señalaba que esta búsqueda ya se había iniciado en América Latina desde finales de los años 50 y a ella había contribuido la aparición de la disciplina sociológica en Colombia. Pensaba que con este giro los sociólogos colombianos podrían ponerse a la par de los colegas “respetables” —así los designaba— de Estados Unidos y Francia —y aquí citaba a Touraine, Levi Strauss y Henri Lefebvre— y de América Latina —y mencionaba a Cardoso, Sunkel, Furtado, Costa Pinto y González Casanova, entre otros—. Nuestro sociólogo insistía también en estudiar teorías modernas, como el marxismo.35 En ese discurso afloraban ya cuatro conceptos claves que serían la piedra fundamental del cambio que proponía: crisis —de la sociedad y de la sociología—1, autonomía, compromiso y liberación (“Antecedentes de una idea”, 1987).


			En efecto, la reflexión de Fals Borda en la segunda mitad de los años 60 partía de la noción de crisis “como concepto integrante de liberación” (tal es el título de otro capítulo de su libro publicado en 1987). La crisis de América Latina “invitaba a romper los marcos académicos y a hacer una ciencia rebelde” (“La crisis como concepto integrante de liberación”, 1987, 25). Para él, en ese momento la crisis continental —de la cual exceptuaba a Cuba— mostraba el fracaso del reformismo desarrollista y desnudaba los mecanismos de explotación y de dominación imperialista y colonial. Era prácticamente la antesala de una situación revolucionaria. En otro texto del libro citado (“La crisis, el compromiso y la ciencia”, 1987) afirmaba que esa crisis exigía el compromiso del sociólogo latinoamericano. Ante esa realidad, el científico no podía ser neutral, debía involucrarse en el cambio social. Y es que la crisis no era solo de la sociedad sino también de la sociología misma, que iba abandonando el servilismo intelectual para andar por sí sola (Ibíd., 37). Esto era lo que él llamaba en ese momento “sociología de la liberación” (en otra parte la designó como “subversiva”) (Ibíd., 36), que se debía proyectar a la práctica, como lo había proclamado Camilo Torres Restrepo mucho antes de ingresar a la guerrilla. En consecuencia, para promover la renovación de la disciplina, Fals Borda proponía revisar cuatro aspectos: 1) sobre los métodos sugería relacionar teoría y práctica recurriendo a técnicas ya conocidas, como la observación-participación, el diario de campo, los métodos cuantitativos y los cualitativos, e insistía en propiciar ante todo una “observación-inserción” en la cual el investigador se involucrara en el proceso que estudiaba para colaborar en el cambio (Ibíd., 47); 2) exigía la proyección política del sociólogo, ya que no podía ser neutral ante la realidad; 3) pedía la definición del compromiso, pues a su juicio no se requería una nueva sociología sino proyectar la existente hacia nuevos grupos de referencia —concepto propio del funcionalismo, que seguirá utilizando por mucho tiempo— que podían propiciar el cambio revolucionario. En este punto Fals acude al llamado engagement proclamado por Sartre para describir al intelectual que, siendo consciente de su papel en la sociedad, renuncia a su posición de espectador y pone su conocimiento al servicio de la causa transformadora (Ibíd., 53); y 4) esto requería una nueva síntesis apropiada para América Latina, pues, a su juicio, ya había suficiente conocimiento producido y de lo que se trataba no era de seguir acumulándolo hasta el infinito sino de ponerlo al servicio de dicha causa.


			Por esa época su crítica al colonialismo pasaba de la denuncia teórica al análisis práctico, y llamaba la atención sobre la fuga de talentos hacia el norte —Europa y Estados Unidos—, el servilismo y la imitación practicada desde el sur. A esto añadía el desprecio que la academia norteamericana tenía hacia nuestra sociología, por considerarla desordenada y confusa. El transplante de modelos asépticos del norte, como autocríticamente reconoce que había hecho él, no era la solución (“Casos de imitación intelectual colonialista”, 1987, 79). Había que desarrollar una ciencia propia, como a su modo lo habían hecho en Estados Unidos Barrington Moore, Wright Mills y Myrdal. Por tanto, era necesario hacer un esfuerzo centrípeto hacia nuestra realidad, sin dejar de estudiar a los países del norte. Más bien, llamaba a una colaboración entre académicos anti-elites de todas partes del mundo para desarrollar un verdadero compañerismo intelectual. Hablando de la “sociología de la liberación” —título de otro capítulo del mismo libro, escrito a fines de los 60—, Fals Borda sostenía que ésta era un ruptura con la sociología norteamericana y europea, pero que no negaba la ciencia como tal ni su universalismo, sino que anteponía otras prioridades, entre ellas la de no centrarse en el orden y la estabilidad, propios del estructural-funcionalismo, sino en el cambio y la revolución. Para él la nueva realidad de América Latina imponía una reflexión distinta del sociólogo, que rompiera con el colonialismo sin caer en la xenofobia.


			Como se observa, todavía Fals Borda y muchos de quienes lo acompañaban en su crítica epistemológica creían en la existencia de una sola ciencia y en la acumulación de conocimientos universales; lo que había que cambiar eran los enfoques teóricos y metodológicos para responder adecuadamente a nuestra realidad. Más que una ruptura total con la sociología proveniente de los países centrales, especialmente anglosajones, fue un desplazamiento hacia nuevas formas, más apropiadas, de investigar en el Tercer Mundo. Pero Fals Borda iniciaba la denuncia del colonialismo no solo como forma de dominación sino también como un problema de conocimiento asimétrico. En esto había signos de una incipiente ruptura con las ciencias sociales tradicionales —que él llamaba “normales”—, al enfatizar en la importancia de la praxis como fuente de validación del conocimiento,36 la ruptura de la dicotomía entre objeto y sujeto y el cuestionamiento de la neutralidad y objetividad científicas. En elaboraciones posteriores, Fals señalará que los antecedentes de la IAP estaban en el compromiso con las comunidades urbanas que impulsó Camilo Torres en los años 60 y su contra-teoría de la subversión, la educación popular al abrigo de la propuesta de la Pedagogía del Oprimido, de Paulo Freire,37 la Teoría de la Dependencia, el señalamiento del colonialismo interno, de Pablo González Casanova, y la Teología de la Liberación.38 Pero, en últimas, había una filiación estrecha de la IAP con el marxismo: “su gran papá es el joven Marx” (Fals Borda y Zamosc, 1987, 72).


			En muchas de estas propuestas lo crucial era el llamado al compromiso del científico con el cambio social. De allí van a surgir planteamientos que indistintamente se llamaban investigación militante o comprometida, mientras se hablaba de construir una ciencia proletaria o popular. Al principio era una reacción empírica a la academia, de la que provenían muchos de quienes agenciaban la nueva propuesta investigativa. Estaban cerca de teorías críticas como la gramsciana, el posestructuralismo o la escuela de Frankfurt, pero sin interpretarlas a fondo, como confiesan luego. No en vano, Orlando Fals Borda designaba este momento como “iconoclasta” (Fals Borda y Rahman, “La situación actual y perspectivas de la IAP en el mundo”, en Salazar, 1992, 213).


			En Colombia, la primera forma de investigación activa fue la “investigación militante”, y quienes mejor la tematizaron fueron los integrantes de la Fundación La Rosca de Investigación y Acción Social,39 dentro de quienes se destacaba precisamente Orlando Fals Borda. Sobre la trayectoria de este centro de investigación volveremos más tarde; por ahora interesa destacar la construcción de su propuesta, que a mediados del decenio de los 70 se llamará Investigación Acción Participante. 


			Pues bien, a comienzos de los años 70 La Rosca pregonaba la “investigación militante” (Bonilla y otros, 1972), con lo cual hacía eco de las propuestas de las nuevas izquierdas para acercarse al pueblo, especialmente desde el maoísmo criollo (Archila y otros, 2009).40 Los investigadores de ese grupo acudieron a la teoría crítica para señalar que ninguna investigación estaba libre de valores ni se ubicaba por encima de las ideologías: “hoy más que nunca los científicos sociales se ven abocados a tomar partido” (Bonilla y otros, 1972, 16). Los intereses que debía defender el investigador comprometido eran los de las clases populares, y por esa vía estos autores recurrían a la famosa sentencia de Marx: no basta con conocer la realidad, hay que transformarla. 


			Pero la investigación “militante” debía buscar un método apropiado, más allá de la mera observación participante, como insinuaba Fals Borda a mediados de los 60. En 1972 el grupo de La Rosca proponía el método de “estudio-acción”, que no debía separarse del investigador y menos aún de la gente con la que se trabajaba. Así se rompía con “la antigua relación explotadora objeto/sujeto” (Bonilla y otros, 1972, 24). En otro texto de comienzos de los 70 el mismo Fals Borda afirmaba que ambos “son sujetos pensantes y actuantes dentro de la labor investigativa” (“Irrumpe la investigación militante”, 1987, 91). Apoyado en la experiencia que adelantaba en la Costa Atlántica, en la cual nos detendremos luego, señalaba los siguientes procedimientos metodológicos de la investigación “militante”: análisis de clase en la región de intervención; selección de temas a conocer por parte de los grupos con los que se trabaja; recuperación crítica de su historia en interacción entre investigador y comunidad; devolución de lo investigado de manera sistematizada, ordenada y racional; y técnicas apropiadas de redacción y difusión de ese conocimiento para audiencias incluso analfabetas (Ibíd., 93). Tal conocimiento, producido fundamentalmente por el investigador militante, no era validado por pares académicos nacionales o internacionales sino por las comunidades involucradas en el proceso.


			En síntesis, el método de investigación inicialmente propuesto por La Rosca debía tener como horizonte “una estrategia global de cambio social” (Bonilla y otros, 1972, 38) y apuntar a crear una ciencia popular propia que se enraizara en la realidad colombiana, sin incurrir en lo que los intelectuales de La Rosca llamaron “el colonialismo intelectual de izquierda” (Ibíd., 72). En otras palabras, no se trataba de calcar las teorías críticas creadas en otras latitudes sino de “nacionalizar al marxismo” (Ibíd., 73). 


			Los investigadores de La Rosca llegaron a ese método a partir también de la reflexión educativa. En un curso dictado a maestros de Barranquilla en 1971, y recogido en el libro Por ahí es la cosa (Bonilla y otros, 1971), Fals Borda enumeraba las distintas formas de educación que se habían experimentado en la historia de Colombia y las relacionaba con expresiones políticas dominantes, para detenerse en la última, que él designaba como “autonomista” y que respondía a los intereses de la “clase popular” (Ibíd., 26). Esa educación descubría los mecanismos de la explotación, ante la cual no hay neutralidad posible. Llamaba a rescatar lo autóctono sin imitar modelos externos que nos alejan de “nuestra personalidad como colombianos” (Ibíd., 31).41 Alentaba la formación de maestros activos en la investigación que contribuyeran a crear una ciencia propia.42 Por su parte, Víctor Daniel Bonilla, otro de los destacados intelectuales de La Rosca, lanzó una mirada más cultural de la educación al insistir en la necesidad de encontrar los rasgos propios de la cultura latinoamericana a pesar de los procesos de “transculturación” vividos en el continente y de la imposición de diversos etnocentrismos —cristiano, colonial e imperialista—. Llamaba asimismo a los maestros a colaborar en la recuperación de la identidad perdida, que, a su juicio, era fundamentalmente indígena, para lo cual se debía reconocer que los nativos tienen su propia racionalidad y unos valores dignos de imitar, como es la equidad social, la distribución comunitaria de bienes, otras formas de control social, el respeto a la mujer y la preservación de los recursos naturales (Bonilla y otros, 1971, 76).


			Para comienzos de los 70, por todo el continente e incluso en otras partes del Tercer Mundo y aún del Primer Mundo, proliferaban experiencias de investigación activa, no necesariamente “militante”. Eran huestes de científicos “rebeldes” o “radicales” inspirados por el marxismo, pero que rompían con su acartonamiento académico o con el dogmatismo de las izquierdas del momento. Según Orlando Fals Borda, a estos grupos políticos se les olvidaba que los teóricos del marxismo habían hecho sus aportes desde condiciones históricas particulares y que sus teorías no se podían trasplantar a nuestra realidad sin una adaptación necesaria. Lo contrario reproducía una actitud colonial dentro de la izquierda (Fals Borda y Rodrígues Brandao, 1986). 


			Los grupos de izquierda, por su parte, les criticarán a los impulsores de la IAP el hecho de desechar al marxismo como ciencia universal. Según Ernesto Parra —en su evaluación de La Rosca (1983), que analizaremos más adelante—, las izquierdas estaban convencidas de que no se necesitaba una nueva ciencia para conocer la realidad y que lo que pasaba era que no se había hecho una verdadera investigación marxista en Colombia. Otra crítica desde la izquierda a la IAP era que remplazaba la ciencia por la ética del compromiso, lo cual impregnaría de moralismo la investigación activa. El compromiso parecía una actitud más religiosa que política.43 Además, optar por el marxismo solo como método dejaría a la IAP huérfana de teoría y derivaría en empirismo. El enfoque regional también fue motivo de crítica desde las izquierdas, pues se perdía el análisis estructural de la realidad nacional. Sobrevalorar al pueblo, como parece que hacían los practicantes de la investigación militante, unificaba a diversos sectores populares desconociendo las tensiones entre ellos y suponía que la gente conocía su realidad, por lo cual parecería sobrar la investigación. Por último, a los iniciadores de la IAP se les criticó el campesinismo y el culto a la espontaneidad en la acción. El mismo Ernesto Parra resume así las críticas izquierdistas: la IAP era la “verbalización académica que el populismo no había podido hacer jamás. Hasta que se lo permitió un grupo de intelectuales apremiados por la ética del compromiso político” (Ibíd., 73).


			En Colombia va a ser clave el papel de La Rosca, sin desconocer que otros centros de investigación y ONG también se acercaron a estos métodos activos de investigación, especialmente desde procesos educativos y de concientización popular.44 Igualmente en las universidades, especialmente las públicas, en las nacientes carreras de Sociología, Antropología y Trabajo Social se practicaron métodos heterodoxos de investigación activa. Con todo, la experiencia más conocida de investigación militante, que a su vez aportó las bases de la IAP, fue la adelantada por Orlando Fals Borda en Córdoba y Sucre, cuando él pertenecía a La Rosca. Antes de mirar esa experiencia conviene hacer una breve historia de dicha fundación, para lo cual nos apoyaremos principalmente en la evaluación de la misma que coordinó Ernesto Parra y se publicó en 1983.


			El 6 de julio de 1970 Fals Borda, quien a la sazón trabajaba en la ONU, Gonzalo Castillo y Augusto Libreros —ambos pastores de la iglesia presbiteriana, a la que pertenecía también Fals Borda—, se reunieron accidentalmente en Ginebra (Suiza) para hablar de la situación de Colombia y discutir la posibilidad de crear un centro de estudios sobre el país. A ellos se unieron luego Víctor Daniel Bonilla, abogado convertido en antropólogo, y Jorge Ucrós, quien murió pocos meses después.45 Todos compartían el rechazo a las instituciones de las que provenían —universidades, iglesias y entes gubernamentales— y tenían cierta influencia del marxismo no ortodoxo. Querían hacer una investigación directa de la realidad y, sobre todo, a juicio de Parra (1983, 16), su meta era más política que académica. Obtuvieron la personería jurídica el 29 de diciembre de 1970 y las primeras reuniones se realizaron con apoyo de la iglesia presbiteriana de Colombia, que, junto con la estadounidense, les financiaron las actividades iniciales.


			Después de un breve análisis de la realidad decidieron apoyar la lucha campesina e indígena que repuntaba en el momento al abrigo de la Asociación Nacional de Usuarios Campesinos (Anuc) y del recién creado Consejo Regional Indígena del Cauca (Cric). Detectaron los lugares más álgidos de conflicto agrario y en consecuencia optaron por llegar a las zonas indígenas del Cauca y el Tolima, así como al litoral Pacífico y a la Costa Atlántica. Aunque hubo trabajo urbano, se concentraron en el ámbito rural. Paralelamente iniciaron la difusión de sus reflexiones a través de talleres y publicaciones escritas, a las cuales agregaron textos de luchadores populares como Manuel Quintín Lame e Ignacio Torres Giraldo. Pronto afloró la necesidad de una proyección política, pero los activistas de La Rosca no lograron ponerse de acuerdo, ya fuera para sumarse a alguna de las organizaciones políticas de izquierda existentes o para crear una nueva. Les preocupaba el espontaneismo con el que trabajaban. En sucesivos seminarios internos trataron de darse una “línea” política y en 1972 se formalizó, a juicio de Parra, la IAP que Fals Borda había presentado poco antes en Lima. En los grupos de izquierda existentes en el país no encontraban la proyección que deseaban, por lo cual decidieron seguir por cuenta propia la construcción del socialismo, enfatizando en el trabajo regional, rechazando los debates inútiles y reconociendo “la inevitabilidad y vigencia de la lucha armada” (Ibíd., 22). Pero en ese momento estalló el escándalo por la financiación de La Rosca, de la que algunos grupos se habían beneficiado y que ahora tachaban de ser “imperialista”.46 Eso le costará a dicha fundación sus relaciones con el movimiento campesino y en concreto a Fals Borda el trabajo que adelantaba en Córdoba.47


			Para mediados de 1973 La Rosca volvió a dividirse —parece que antes habían salido del grupo Libreros y Castillo, pero habían ingresado jóvenes intelectuales vinculados a las muchas actividades de la fundación—, y los que permanecieron decidieron acercarse al mundo urbano, intelectual y estudiantil, y trascender el regionalismo con una perspectiva más nacional. Sin embargo, continuó la ambigüedad política y decidieron apoyar a los partidos de izquierda regionales que adelantaran una “línea correcta” (Parra, 1983, 26). A fines de ese año se propusieron lanzar una publicación de carácter nacional, para lo cual buscaron el apoyo de intelectuales como Enrique Santos Calderón y Jorge Villegas y, más de lejos, de Gabriel García Márquez. Así se concretó la creación de la revista Alternativa, que vio la luz en febrero de 1974. A los pocos meses la revista se dividió y Fals y su grupo crearon Alternativa del Pueblo, que languideció un tiempo después (Ibíd., 29). Alternativa, como tal, seguiría con interrupciones hasta 1980. Por su parte, La Rosca funcionó hasta marzo de 1976 y le sucedieron otras entidades de investigación, también lideradas por Fals Borda. Veamos ahora su experiencia concreta en la Costa Atlántica.


			El trabajo de Orlando Fals Borda en Córdoba y Sucre buscaba acompañar el auge de las luchas agrarias vivido en el país a inicios de los 70, que fueron especialmente intensas en esa región. Desde que llegó allí se inició la recuperación de la historia, que se remontó a las luchas de la región en los años 10 y 20. Aprovechando esa tradición, se propuso organizar formas de autogestión en las tierras recuperadas, a las que llamaron Baluartes Campesinos (Ibíd., 121). Estos eran una alternativa a las Empresas Comunitarias agenciadas por el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria (Incora), que titulaban la tierra individualmente, reservando un área común para proyectos agroindustriales que el ente estatal administraba. En cambio, los Baluartes daban tierra colectivamente a los campesinos para proyectos comunes, aunque otorgaban también lotes individuales para cultivos de pancoger. Eran autogestionarios y los campesinos decidían sobre sus planes productivos. Ello les dio autonomía, pero, al no contar con recursos oficiales, recurrieron a La Rosca, lo cual representó un punto crítico para la autogestión. Con el correr del tiempo, se privilegió más la parcela individual que la colectiva, con lo cual se fue desvirtuando su proyección comunitaria. Además, los problemas de mercadeo nunca pudieron ser superados, a pesar de las cooperativas que se crearon con ese fin (Ibíd., cap 10).


			Fuera de esos apoyos económicos, La Rosca ayudaba en la recuperación del pasado y su difusión por medio de cartillas ilustradas,48 videos, música y teatro, entre otros, al tiempo que daba generosamente recursos para los cursillos de formación de “cuadros” y financiaba a los directivos agrarios regionales. Incluso otorgó recursos para la adquisición de medios de transporte para el mercadeo y para obras de infraestructura a favor de la economía campesina regional. En estas labores se apoyó en un grupo de intelectuales de Montería —la Fundación Caribe—, en el cual también militaban algunos activistas de izquierda, particularmente los maoístas del Partido Comunista Marxista-Leninista (Pcml). Pero la plata se repartió sin mayor control y con una contabilidad imprecisa, lo cual se prestó para ineficiencias y gastos no muy claros.


			Precisamente el éxito de La Rosca provocó los celos de la izquierda, que se aprovechó del escándalo de la financiación externa de la fundación para macartizarla. Así, ésta se encontró en medio de la pugna entre las directivas nacionales de la Anuc por formar un partido campesino y los militantes del Pcml, que creían que su organización era la única vanguardia revolucionaria. Los investigadores de La Rosca, y en particular Fals Borda, no se sometieron a ninguna disciplina partidista y fueron rechazados por las partes en conflicto. Esto provocó el retiro de La Rosca de Córdoba (Ibíd., caps. 11 y 12). Pero la semilla de la IAP quedó sembrada y continuaría a su modo, aunque sin la presencia de los investigadores de dicha fundación. En todo caso, según Ernesto Parra, “La Rosca y la Fundación Caribe realizaron uno de los pocos intentos genuinos de IAP llevados a cabo en Colombia y América Latina. Los resultados fueron en buena medida exitosos a pesar de los problemas surgidos, y el trabajo arrojó un arsenal de experiencias y enseñanzas interesantes” (Ibíd., 218).


			En efecto, de acuerdo con Víctor Negrete (1983) —integrante de la original Fundación Caribe—, la presencia de La Rosca marcó la primera etapa de la IAP en la región. Luego de su retiro, la Fundación Caribe revivió años después con un trabajo orientado hacia sectores sociales subregionales, ya no solo campesinos. Según Negrete, entre 1979 y 1981 se hicieron investigaciones sobre el impacto social y ambiental de la mina de Cerromatoso y de la represa de Urrá. Se publicaron nuevamente folletos ilustrados y comenzó a disponerse de un programa radial, así como se editó un semanario local para difundir dichas investigaciones. Esos medios permitieron acercarse también a la cultura popular de la región. Tales actividades provocaron una nueva ola de inconformismo que se tradujo en un movimiento cívico, con el cual Negrete decidió lanzarse en las elecciones municipales de 1980. Lo anterior produjo una nueva ruptura en la Fundación Caribe, y su disolución final.


			Así se inició, a juicio de Negrete, la tercera fase de la IAP en Córdoba, ahora bajo la dirección de la Fundación Sinú, que él mismo conformó. Allí, entre 1981 y 1983 (momento en el que escribe sus memorias), se adelantaron investigaciones sobre la cultura popular de subregiones como la del río San Jorge. El mecanismo consistía en efectuar tertulias de amigos para comentar aspectos de la cultura local. Se promovieron encuentros entre organizaciones de base y movimientos cívicos municipales, y en algunos casos se convocaron debates con autoridades oficiales y representantes de las empresas mineras asentadas en el departamento. La idea era propiciar la participación directa de la base social sin suplantarla y formar los cuadros directivos de las organizaciones populares. Mientras tanto, se continuaba la difusión de investigaciones y actividades de la flamante Fundación Sinú por radio y prensa escrita. Igualmente se hicieron exposiciones de fotografía y videos. El balance de Negrete sobre los aportes de la IAP en la región es positivo: “los grupos populares […] cuentan con la capacidad de crear conocimiento y valores históricos, sociales y culturales suficientes para iniciar el proceso recambio progresivo” (Negrete, 1983, 32). 


			Nos interesa destacar no solo estas “etapas” de la IAP en Córdoba, pues muestran énfasis distintos en su práctica, sino que la misma Rosca adelantó otras experiencias investigativas regionales con acentos distintos en lo metodológico: por ejemplo, la de los “mapas parlantes” en el Cauca, bajo la responsabilidad de Víctor Daniel Bonilla. Por tanto, la llamada IAP —aun en la modalidad de investigación militante de esos años— no era un método uniforme, sino que se adaptaba a los contextos locales y regionales en interacción con las comunidades. Veamos brevemente la experiencia del Cauca.


			En una ponencia presentada a comienzos de los años ochenta, Bonilla hizo un recuento de la misma. De entrada, rechazaba tanto la injerencia del investigador externo para imponer a las comunidades indígenas sus métodos y conocimientos, como la imposible indianización del mismo (Bonilla, 1980, 1).49 De ahí que considere que la investigación debía ser fruto del trabajo conjunto de las dos partes. Así narró que, sin planear los resultados, fue desarrollando distintos procedimientos investigativos a petición de las comunidades indígenas. La primera experiencia tuvo lugar en 1972 en una de las parcialidades del municipio de Páez, que, con motivo de un litigio con los terratenientes, le solicitó estudiar el título del resguardo. Él decidió no enfrascarse en discusiones leguleyas y más bien leer con la comunidad el título, lo que permitió su amplio conocimiento, la afirmación de la identidad territorial y la reactivación de la lucha colectiva. Posteriormente otras comunidades Nasa le pidieron grabar testimonios y elaborar cartillas educativas para politizar a su gente, pero en ello tuvo un éxito limitado debido a los debates políticos que se vivían dentro del movimiento indígena del momento entre el comité ejecutivo del Cric y el naciente movimiento de Autoridades Indígenas (Bonilla, 1980, 3).50


			En todo caso, el investigador de La Rosca continuó en el Cauca acompañando la recuperación histórica, que se plasmó en la cartilla “Historia política de los Paeces”, publicada por el Cric en 1977.51 En reflexión posterior, Bonilla revive los hitos de esa memoria recuperada. Aunque señala que cada vertiente del movimiento indígena le dio una interpretación distinta, reconoce que los textos escritos, por más sencilla que sea su redacción, dificultan la apropiación de la historia por las comunidades. No bastaron los cursillos para difundirla. Se necesitaba, a su juicio, un soporte material más ágil, que fue sugerido por los propios indígenas: los mapas del “país páez” en distintos momentos históricos —para cuando escribió la ponencia había ya siete murales (Bonilla, 1980, 8-9)—. Si bien el equipo investigador esbozaba las escenas iniciales e hizo el diseño final, la comunidad, por intermedio de quienes se llamaron “parlantes”, insertaba sus narraciones en esos mapas. A su juicio, este resultado ofrece muchas posibilidades de apropiación histórica de las comunidades y es de difícil “manipulación desde el exterior” (Ibíd., 10).


			Pero no solo La Rosca practicó en Colombia los métodos de investigación activa. También lo hicieron profesores y estudiantes de varias carreras de las nacientes ciencias sociales y algunas otras entidades de investigación social. Como lo hemos ilustrado en otra parte (Archila, 2013-B), el Cinep hizo uso de ellos, aunque no en forma exclusiva. Cuando surgió en los años 60 como Centro de Investigación y Acción Social (Cias),52 hizo un acercamiento cauteloso a la realidad social, no exento de cierta ingenuidad, puesto que entonces predominaban los enfoques desarrollistas y dualistas enmarcados en el estructural-funcionalismo, en boga en nuestras nacientes ciencias sociales. En esos años el Cias mantuvo la relación de vieja data que tenían los jesuitas con el sindicalismo católico organizado en torno a la Unión de Trabajadores de Colombia (UTC).


			Cuando se creó el Cinep como tal en 1972, en términos de la investigación social hubo una ruptura con esa mirada inicial, ruptura que denominamos como el hallazgo de lo “popular” (Ibíd.). Esto implicaba desechar los mecanismos de concertación institucionales o la política electoral como foco de análisis y más bien buscar las nuevas formas organizativas que surgían en el mundo rural, como fue el caso de la Anuc —en lo que se coincidió con La Rosca— y en el urbano, más disperso pero también muy activo, especialmente en los barrios populares y en los movimientos cívicos. A unos y otros el Cinep acompañará en sus inicios como nuevo centro de investigación y educación popular, con resultados también discutibles, pero al mismo tiempo adelantará investigaciones básicas o estructurales, cercanas a las ciencias sociales del momento, aunque con una evidente influencia del marxismo.


			Otra experiencia de investigación activa que no se ha analizado suficientemente en nuestro medio académico es la propuesta por Germán Zabala, un matemático marxista, compañero de Camilo Torres en el Frente Unido y luego uno de los ideólogos del grupo rebelde sacerdotal llamado Golconda (Romero, 2009). Al igual que Fals Borda, Zabala proponía un conocimiento riguroso de la realidad, pues tampoco creía en la neutralidad valorativa del científico social.53 En su caso, como en el de Camilo, había más énfasis en lo político que en lo estrictamente académico, por lo cual su metodología era más una forma de acción política que de conocimiento de la realidad. A Zabala le favoreció el hecho de estar al margen del mundo universitario, si bien había sido formado en él y mantenía unas cátedras en instituciones de educación superior. Pero su formación había sido también en una vieja militancia comunista, de la que salió expulsado en los años 40, para irse luego a Francia a beber del mundo intelectual de la época (Zabala y otros, 2008).


			La metodología de Zabala, titulada Modelo Educacional Integrado (MEI), ha sido tematizada con tres verbos: ir, llegar y volver. Con una remota inspiración en Mao y en el biólogo y sicólogo suizo Jean Piaget, proponía partir de lo sensorial a lo más abstracto. El primer paso era “ir” a los sectores populares desprendiéndose de todo prejuicio pequeñoburgués, para lo cual recomendaba la técnica antropológica del diario de campo. Así, los cuadros políticos que hacían estas prácticas acumulaban información que debía depurarse en unas fichas más generales que iban proveyendo conceptos sobre la realidad estudiada, necesarios para hacer el análisis de la situación de explotación y opresión. Ahí era fundamental “llegar” y permanecer en donde el pueblo vivía. Y luego había que “regresar” a esas comunidades y devolver el conocimiento acumulado y analizado. Pero el proceso de investigación no terminaba ahí, pues, una vez conocidos los problemas de la comunidad urbana o rural, ésta debía pasar a la acción, organizarse y movilizarse. El ideal era que la gente misma decidiera ese paso a la acción sin interferencia del cuadro político externo, fenómeno que no siempre sucedía (Romero, 2009, 19-20).


			En la acción política propiamente dicha, Germán Zabala acuñó otro concepto: el “nodo estructural” del cambio revolucionario. Desde una mirada cultural, que se apartaba del tradicional economicismo marxista, él insistía en que la transformación social no se operaría solamente por la comprensión de las condiciones objetivas de explotación. Que era necesario el liderazgo de un agente articulador de relaciones sociales en una comunidad popular. Podría ser el maestro de la escuela, un estudiante universitario proveniente de la comunidad y hasta un líder político, pero por lo común era el sacerdote. Su amistad con Camilo, y asimismo la concepción que se formó del papel de los misioneros en la Conquista, de los curas durante La Violencia de los años 50 y de la realidad cotidiana en barrios populares y veredas campesinas, lo llevaron a concluir que los sacerdotes, si se comprometían con el pueblo, podrían ser los “nodos estructurales” del cambio revolucionario (Ibíd. 19). 


			En la propuesta de Zabala hay ecos de la idea educativa de Paulo Freire, y más de fondo remite a la tradición iluminista de izquierda de elevar el conocimiento del pueblo a la verdad científica que el intelectual supuestamente poseía.54 Aunque hay también mesianismo, como en los iniciadores de la IAP, llama la atención el pragmatismo con que Zabala asume la figura nodal del cura en un eventual cambio social, lo cual fue útil para los sacerdotes que en ese momento estaban comprometiéndose con el pueblo, como lo había hecho Camilo Torres —figura inspiradora también de muchos intelectuales críticos de América Latina— y luego lo continuó haciendo el grupo sacerdotal Golconda.


			Cerramos así el análisis de la primera fase del Diálogo de Saberes mediante la propuesta de investigación comprometida o militante que fue dibujando los contornos de la IAP. Como hemos visto, ella partía de unas condiciones históricas particulares de América Latina y el Tercer Mundo, en las cuales el concepto de crisis parecía apropiado. Éste también se aplicaba a las limitaciones de las nacientes ciencias sociales en el subcontinente, en gran parte porque imitaban, sin distancia crítica, lo que se difundía desde los países del norte, especialmente los anglosajones. Así, algunos científicos sociales inconformes con su contexto y las herramientas científicas para interpretarlo se plantearon la necesidad de buscar métodos más apropiados para conocer la realidad. En eso se entroncaban con la necesidad que mostraban las nuevas izquierdas de “conocer al pueblo”. Unos y otros compartían el horizonte marxista —e incluso el leninista—, que los hacía proyectarse hacia la investigación militante, para la cual utilizaban métodos convencionales de las ciencias sociales, aunque haciendo énfasis en el compromiso político transformador y en la inserción en el seno de las comunidades. Les preocupaba igualmente la concientización, asumida como el acceso al conocimiento crítico construido en los países centrales por parte de las comunidades con las cuales se trabajaba.55 Pero esa inserción no significaba la anulación del investigador o la pérdida de su perspectiva crítica, aun con relación a las comunidades con las cuales se trabajaba.56 Con todo, esta cercanía también fue motivo de disputa, no solo por el control político de dichas comunidades sino también porque unos y otros —académicos críticos y activistas— seguían anhelando el partido del proletariado, que supuestamente era el depositario de la verdadera conciencia de clase y la vanguardia de la revolución.


			Se trataba, entonces, de un acercamiento a lo popular con dosis de mesianismo —no en vano muchos de los investigadores militantes provenían de grupos cristianos—, actitud que se articulaba con el tradicional prejuicio elitista ilustrado hacia el pueblo, al que había que redimir. Éste seguía siendo observado como menor de edad que debía ser conducido hacia la verdadera ciencia, concebida como única aunque con variedad de métodos y proyecciones políticas. En ello los practicantes de la naciente IAP no estaban muy lejos de la actitud elitista y mesiánica de las izquierdas —nuevas y viejas— del momento (Archila y otros, 2009). Pero en estos pasos había elementos de ruptura con el positivismo y sus derivados teórico-metodológicos, especialmente en cuanto a la separación entre objeto y sujeto, así como entre teoría y acción. E igualmente se presentaban las primeras críticas al colonialismo del saber, aunque sin sacar las conclusiones epistemológicas que de allí se derivaban, sobre todo en torno a la disputa por el poder que dicho conocimiento encierra. Las diversas experiencias descritas no solo contribuyeron a ampliar las luchas sociales sino que además produjeron interesantes resultados en cuanto a la recuperación del pasado y el rescate de figuras populares olvidadas. Esas experiencias también promovieron reflexiones de corte teórico y sobre todo metodológico, que fueron perfilando los contornos de la IAP, a la que dedicaremos el siguiente apartado.


			Consolidación de la Investigación Acción Participativa


			Hacia fines de los años 70 la IAP se consagró ya como un movimiento global, hasta llegar a plantearse incluso como un nuevo “paradigma”. El contexto global era el del desmonte del Estado de Bienestar y del modelo fordista de relaciones laborales con los primeros pasos hacia el neoliberalismo. Esto significó la ruptura de la centralidad de las clases —obrera y campesina principalmente— y la irrupción de nuevos movimientos sociales, como el feminismo, el pacifismo y el ecologismo, muchos de ellos como un eco de mayo del 68. En forma paralela se produjo el cuestionamiento del marxismo, especialmente de la ortodoxia leninista del partido de vanguardia, mientras se operaba el rescate de otras formas de organización social y política. 


			En América Latina se vivió el desmonte del modelo nacional popular, tanto por el fin de la industrialización por sustitución de importaciones como por el cierre de la democracia debido a la irrupción de las dictaduras militares inspiradas en la doctrina de la Seguridad Nacional. El cambio radicalizaba más a las izquierdas, que desde el Cono Sur promovían una acción insurgente urbana y que en Centroamérica construyeron frentes amplios, como en Nicaragua, donde se tomaron el poder en 1979. En Colombia, por su parte, se sintió este coletazo, tanto del cierre democrático, a pesar del fin formal del Frente Nacional, como del auge guerrillero urbano con connotaciones más mediáticas. 


			En las ciencias sociales se insinuaban rupturas en la tradición científica occidental, pues ya no se creía en una sola rama de conocimiento acumulado sino diferenciado, incluso hasta la aparición de paradigmas nuevos. Los científicos sociales rebeldes mantuvieron su opción de compromiso pero asumieron autocríticamente la reflexión sobre los límites de las primeras experiencias de la IAP. Sin embargo, siguieron manifestando la nostalgia por la existencia del partido revolucionario, que cada vez más se distanciaba de las organizaciones de izquierda existentes. El tema de la concientización seguía estando al orden del día, pero ya se intuían otros caminos, no solo de expresión de lo popular sino también de cambio social desde las bases.


			Esto promovió la búsqueda de una definición más precisa de los perfiles de la investigación activa, para lo cual fue definitivo el Simposio Mundial de Ciencias Sociales realizado en Cartagena en 1977 —cuyos documentos fueron difundidos luego como Crítica y política en Ciencias Sociales (Varios, 1978)—. Allí varios científicos sociales de distintas partes del mundo hicieron aportes a la definición de la IAP,57 con sus logros y limitaciones. Destacaremos las que más contribuyeron a ese propósito, incluida la conferencia del mismo Orlando Fals Borda en ese evento. 


			En una de las intervenciones centrales, el pensador europeo Ulf Himmelstrand distinguía entre formas de IA reproductivas y transformadoras. Estas últimas eran dialécticas, aunque no necesariamente revolucionarias, pero de todas formas implicaban la activa participación de los sujetos actuantes (“Investigación-acción y ciencia social aplicada”, en Varios, 1978, 189). Lo que causó más polémica en su lectura fue la idea de ubicar a la IA como una forma de ciencia aplicada, que incluso la redujo a su componente técnico.58 Esto produjo la reacción de la comentarista mexicana Lourdes Arizpe (“Comentarios a la ponencia de Ulf Himmelstrand”, en Varios, 1978), quien rechazó tajantemente que la investigación activa fuera una forma de ciencia aplicada, pues no es algo que se conoce previamente para ser “aplicado” con la gente, como ocurría con las recetas desarrollistas. La IA es un puente entre la comprensión intelectual y el compromiso social. Su verificación no es científica, es política, y es claro que ésta no puede anular a la ciencia. Para Arizpe, el dilema del investigador activo es articular la duda metódica de la ciencia con las certezas de la acción política. Debe dar prioridad a las necesidades de la gente, pero sin caer en una anulación de su ser como investigador, y menos aún dar pasos contrarios a su ética: por ejemplo, tomar las armas si la comunidad lo decide.


			Alfredo Molano también contribuyó a definir los perfiles de la IAP en el Simposio de Cartagena de 1977. En su calidad de editor de la publicación que salió del evento, elaboró la Introducción a los dos volúmenes. Allí señalaba que la IA no es solo patrimonio de la izquierda sino que las sociologías “burguesas” también la practican, pero obviamente no para cambiar el mundo sino para dejarlo como está. Con todo, la IA que él defiende parte de una sociología crítica inspirada por el marxismo, que propone articular teoría y práctica hasta el punto de levantar a esta última como el criterio de verdad. La IAP no era un método más de intervención sociológica: era una forma de hacer ciencia y al mismo tiempo hacer la revolución. A su juicio, el evento de Cartagena se justificaba por el solo hecho de cuestionar la orientación y la organización del cambio revolucionario y de sus fundamentos intelectuales y políticos (Varios, 1978, 56).


			Por su parte, en ese mismo Simposio Fals Borda hizo una síntesis autocrítica del proceso de conformación de la IAP (“Por la praxis: el problema de cómo investigar la realidad para transformarla”, en Varios, 1978). Se remontó a sus llamados de fines de los años 60 al compromiso científico, mientras criticaba la sociología recibida de los países centrales con sus componentes de objetivismo y positivismo, incluidas las formas de causalidad como fundamento de una supuesta ciencia exacta. Reconocía que quienes hacían investigación activa buscaron conocer “objetivamente” la realidad y que la gente se apropiara de ese conocimiento, cosa que no se logró enteramente a causa del peso del paradigma dominante. La IA buscaba armar ideológicamente a las clases explotadas para que asumieran “conscientemente su papel como actores de la historia” (Ibíd., 230).


			Para Fals Borda, la investigación activa es la base de un paradigma alterno que articula teoría y práctica, siendo la última la determinante. Es fundamental para incorporar la sabiduría popular, pero hay que evitar el error de idealizar al pueblo como si éste nunca se equivocara (Ibíd., 227). Siguiendo a Gramsci, se trata de partir del sentido común de la gente para volverlo un “buen sentido” (Ibíd., 230), una especie de sentido común ilustrado “que llevara a un nivel de acción política superior” (Ibíd., 233). Con la IA hubo una ruptura de la subordinación de los investigados con relación al investigador. Claro que se operó una división del trabajo entre las comunidades, los cuadros y los investigadores externos. En la labor de escuchar la voz de la base se hicieron avances, pero ella tenía “acentos tradicionales, pues había sido educada y corrompida por la sociedad capitalista” (Ibíd., 235). En Cartagena nuestro sociólogo se lamentaba de que hasta los cuadros no lograran tener una conciencia clara, y mucho menos articular una explicación científica de la realidad. Ante estos vacíos, los investigadores externos construyeron la ciencia popular apoyados en el marxismo y la inculcaron a la gente, lo que reflejaba todavía una visión tradicional de la educación de arriba hacia abajo, que respiraba una añoranza por la concientización.


			La obsesión de Fals Borda en ese momento era explicar el fracaso de la experiencia vivida en la Costa colombiana. A su juicio, con procesos como el operado allá, la construcción de una verdadera ciencia proletaria quedó inconclusa y la revolución fue interrumpida. En parte, el objetivo también se frustró debido al sectarismo de las organizaciones de izquierda, y porque los investigadores activos, como los de La Rosca, no se decidieron a conformar un nuevo grupo político. Optaron por ser científicos comprometidos y no políticos. Para él, la organización marxista que mediara entre teoría y práctica no existía aún en Colombia. Concluía su ponencia señalando que sin bases organizadas no hay revolución ni conocimiento científico, pero éste, “mal que bien sigue siendo la responsabilidad de los científicos” (Ibíd., 240).


			En el simposio de Cartagena no solo se reflexionó teóricamente sobre la IAP sino que se discutieron también experiencias concretas. Una de ellas fue la del Cinep respecto de algunas empresas comunitarias (Parra, Hoyos, De Roux y Aguirrezabal, “La lógica de la investigación en ciencias sociales en la investigación activa”, en Varios, 1978). En efecto, el recién conformado Cinep dio asesoría a la creación de empresas comunitarias urbanas e intentó “concientizar” a sus integrantes para no quedarse en las meras tareas administrativas. Desde 1974 se escogieron seis grupos del llamado sector informal de Bogotá: tapetería, carpintería, labor harinera, fundición, zapatería y cría de cerdos. Se intentaba combinar un modelo económico comunitario con la educación política. Como lo escribieron los investigadores de ese proyecto, se creía que las empresas comunitarias eran un instrumento de organización popular que proporcionaba una base económica para adelantar labores de formación interna y que esos grupos debían luego proyectarse nacionalmente (Ibíd., 147). No sobra recordar que el Cinep también apoyó empresas comunitarias rurales en el marco de la Anuc. Ahora bien, una cosa era la teoría y otra la práctica, y difícilmente se pudo trascender el componente técnico de esos experimentos de economía popular. Y cuando algunos lo lograron, fueron acusados de tener vínculos con la insurgencia, por lo cual fueron clausurados.


			La IAP también se venía practicando en el Cinep, en el campo de las tareas educativas con campesinos y sindicalistas independientes. Un ejemplo, entre tantos, fue el trabajo de investigación y acompañamiento que entre 1978 y 1980 adelantó León Zamosc59 (con Juan Gaviria como auxiliar) entre los cultivadores de fique de Santander. Si bien en esos años ambos eran profesores de la Universidad Javeriana, fue a través del Cinep como se consiguió la financiación y la publicación de los resultados. En la descripción de la experiencia de Santander, Zamosc señala que se trató de una investigación militante que combinó técnicas de encuesta, revisión de estadísticas oficiales y escucha de testimonios con la acción social. En especial, habló de una campaña educativa realizada por los investigadores y un grupo de activistas, en la cual se difundió una cartilla sobre testimonios y coplas de los campesinos. La investigación culminó con una intervención directa en un congreso de fiqueros realizado en 1980, ante el cual se denunciaron las críticas condiciones que venía sufriendo este producto ante su sustitución por las fibras plásticas. Aunque los investigadores tuvieron roces con los activistas, especialmente con los influidos por el grupo de Camilistas M-L (a su juicio, el más derechista de los grupos de izquierda), se trató de un proceso exitoso de IA, según Zamosc, en contraste con el supuesto fracaso del trabajo de Fals Borda en Córdoba (Fals Borda y Zamosc, 1987). Aunque el Cinep no continuó este acompañamiento a los fiqueros de Santander, sí lo hizo con grupos campesinos, indígenas, sindicales y de pobladores urbanos, como se describe en el libro de balance de sus 40 años de actividad (Archila, 2013-B).


			Pero retornemos a Orlando Fals Borda, quien, para finales de los años 70 y luego del Simposio de Cartagena, inicia la publicación de su magna obra, que no solo sería una recuperación de la historia de la Costa Atlántica que incorporaba las voces de los de abajo, sino también una oportunidad para poner en blanco y negro su concepción de la IAP. Se trata de los cuatro volúmenes de Historia doble de la Costa (publicados entre 1979 y 1986). Lo de “historia doble” correspondía a la propuesta de reconstruir el pasado en dos canales paralelos: uno para intelectuales y cuadros políticos y otro para sectores populares. Fue una muestra novedosa de polifonía en la reconstrucción histórica.60


			Historia doble de la Costa provocó más de una polémica, pero la más notoria en términos académicos se libró en el V Congreso de Colombianistas (1988), al cual el historiador laboralista norteamericano Charles Bergquist fue invitado a comentar la obra de Fals. Bergquist, desde un marxismo más ortodoxo, basa su crítica a la obra de Fals en tres “pilares del método histórico”:61 1) la necesidad de dominar la historiografía del lugar y el tiempo sobre el que se investiga para no terminar, como decimos coloquialmente, “descubriendo el agua tibia”; 2) la insistencia en la evaluación crítica y la referencia exacta en el uso de las fuentes primarias, pues, de acuerdo con Bergquist, el sociólogo colombiano lo hace con descuido, lo cual impide la confrontación de fuentes y la lectura diferente que se puede hacer de las mismas; y 3) el supuesto facilismo de Fals Borda por dejar el rigor disciplinario de una historia crítica para popularizarla en un segundo canal y por esa vía terminar traicionando el ideal democrático que pretendía impulsar. Para el historiador norteamericano, así se infantilizaba al lector y se le impedía avanzar en el entendimiento del pasado, pues no podía llegar a la fuente, y menos aún contrastarla con el conocimiento acumulado, sino que se le imponía la verdad del testimonio que, sospechosamente, parecía ser más la del entrevistador que la de los entrevistados. Para él, con este ejercicio de IAP se estaba ocultando al actor popular en aras de concientizarlo.


			Si bien el tono de esta crítica sonaba inquisitorial, sin duda Bergquist tocó temas medulares en el habitus de los historiadores. El punto es que Fals Borda no era un típico sociólogo y lo que se propuso hacer con Historia doble de la Costa fue un ejercicio interdisciplinar. Así nuestro sociólogo se defiende y ataca la compartimentación disciplinaria que “limita la visión y corta las alas de la creatividad científica” (Fals Borda, 1988-1989, 233). Agrega que los tres pilares metodológicos esbozados por Bergquist no son propiedad exclusiva de los historiadores sino de todo científico social. Y menciona que sociólogos como Weber y Sombart los practicaron haciendo una historia social que al mismo tiempo era sociología histórica. Ante el aparente reduccionismo esterilizante de la crítica de Bergquist, Fals Borda ofrece un acercamiento a lo que él considera la historia viva. Afirma que no le tiene aversión al marxismo, pero no alardea del uso creativo que hace de él. Reitera que la IAP “es tan rigurosa y quizás más exigente que la investigación clásica o positivista” (Ibíd., 239). Por último, se pregunta por el criterio de validez de una reconstrucción histórica y se lo deja a las comunidades interesadas en ese ejercicio. En síntesis, la de Fals Borda fue una respuesta consistente con la IAP que proclamaba, pero que mostraba flancos vulnerables que serían motivo de críticas posteriores,62 sin que por ello se pueda negar la importancia de Historia doble de la Costa.


			Paralelamente con la publicación de esta obra, Fals Borda y sus asociados continúan en procura de definir el perfil de la IAP. Para ello pretenden entroncarse en la tradición académica de la investigación activa, que no siempre comparte su ideario.63 Simultáneamente insistían en que su propuesta teórico-metodológica se asentaba en un gran movimiento impulsado desde las bases populares y encaminado a recuperar los conocimientos propios del pueblo. Es lo que el mismo Fals Borda llamó el “despertar” de los movimientos sociales (título de un artículo de 1986).64 En esta dirección, María Cristina Salazar compila en 1992 una serie de artículos destinados a ubicar académicamente a la IAP: unos son de los pioneros de la IA,65 y otros son fruto de un seminario que sobre el tema se desarrolló en la Universidad Nacional de Colombia en 1988.


			El primer artículo incluido en dicha compilación fue escrito por el psicólogo social norteamericano Kurt Lewin, aparecido en 1946 y titulado “La Investigación-Acción y los problemas de las minorías”. En 1944, Lewin había propuesto el término Investigación-Acción en su trabajo con minorías étnicas de Estados Unidos. Para él, la IA era complementaria de la investigación “básica”, pues aportaba información sobre los grupos sociales y hacía parte de los métodos experimentales. La investigación social requiere, tanto el estudio de leyes generales como el diagnóstico de situaciones específicas, y para lo segundo se ha recurrido a la encuesta, pero, como ella no es suficiente, se necesitan métodos experimentales con el fin de llenar sus vacíos. El autor advierte que la IA tiene enemigos, especialmente en las toldas positivistas, que la descalifican por no ser científica. Y señala que con estos métodos se puede lograr la colaboración entre grupos mayoritarios y minoritarios, aunque se deben controlar los sentimientos de superioridad de las mayorías, mientras a las minorías hay que elevarles la autoestima. 


			Salazar introduce otro antecedente de la IAP: el artículo sobre “Antropología Acción”, de Sol Tax, original de 1951. Para este antropólogo norteamericano, la Antropología Acción no es la aplicación de conocimientos previamente adquiridos, y mucho menos debe utilizar a las comunidades, pues ellas no son ratones de laboratorio. La comunidad es al mismo tiempo objeto y sujeto de estudio. El método es experimental y se debe ir más allá de la mera observación participante. El investigador externo “improvisa y crea, aprende más de los problemas que se le presentan que lo que les aporta” (Tax en Salazar, 1992, 33). Debe ser un erudito y moverse transdisciplinariamente. Tax recomienda, por último, que se trabaje con comunidades pequeñas, especialmente las que todavía conservan rasgos propios en medio de las grandes sociedades modernas. Y pone como ejemplo sus actividades con comunidades indígenas norteamericanas. Concluye afirmando que “en sociedades no democráticas el antropólogo activo no podrá operar sin ser un conspirador o un revolucionario, funciones que contradicen el método. Es probable que la Antropología Acción sea imposible en situaciones de colonialismo” (Ibíd., 36). Como hemos visto, esta última profecía, por fortuna, no se cumplió y, por el contrario, los métodos de IA proliferaron en situaciones de colonialismo material y cultural.


			Casi en respuesta a estos planteamientos, el antropólogo mexicano Rodolfo Stavenhagen escribía en 1971 un artículo titulado precisamente “Cómo descolonizar las ciencias sociales”, que fue incluido en el libro de Salazar que estamos analizando. Para Stavenhagen, las ciencias sociales tienen una relación dialéctica con la sociedad, y si bien se les ha criticado su vínculo con el imperialismo y el colonialismo, ellas no son meras auxiliares de la dominación: también han producido críticas a ella, especialmente en el Tercer Mundo. Reitera —como era común en ese momento entre los científicos sociales latinoamericanos— que la ciencia es una sola y es herencia de la humanidad, y que el problema radicaba en el uso inadecuado de teorías para estudiar las realidades, especialmente culturales, de los países periféricos. Ninguna teoría social per se es válida, pues no hay manera de probarla en el laboratorio; la práctica sí lo puede hacer. Solo cuando las comunidades se apropian realmente de los conocimientos producidos y los utilizan para transformar sus condiciones, se valida el conocimiento. Por tanto, hay que desmitificar la investigación social, rompiendo con las prácticas académicas que se encierran en sus círculos y se publican para ellos. Todo conocimiento es un elemento de poder, como lo han comprendido muchos científicos sociales críticos que se han comprometido con movimientos revolucionarios (Stavenhagen, en Salazar, 1992, 48-51). Para unir teoría y práctica ellos han hecho una observación, más que participante, militante. De esa forma el investigador se descoloniza de la academia y de los poderes que están detrás de ella. Stavenhagen, por último, llama a establecer un balance entre las ayudas externas —que no siempre reproducen el modelo misionero colonial, pues las instituciones internacionales no son monolíticas— y el adecuado aprovechamiento del contexto nacional para realizar investigaciones sin caer en excesos chauvinistas. De este balance pueden resultar propuestas revolucionarias o reformistas, pero estas últimas pueden derivar en progresistas si se presionan desde abajo. 


			La contribución del investigador norteamericano Peter Park con el texto “Qué es la IAP. Perspectivas teóricas y metodológicas” fue más reciente, de 1989, y constituyó una síntesis sobre lo ocurrido con estos métodos alternativos de investigación social. El reconoce que la IAP surgió como una forma de investigación para dar poder a los excluidos por medio del conocimiento de sus condiciones de vida. A su juicio, en la IAP la gente misma investiga su realidad para transformarla y su fin es lograr una sociedad más justa, en la cual se satisfagan las necesidades básicas y se gocen las libertades y la dignidad humana (Park en Salazar, 1992, 138-139). A renglón seguido Park reflexiona sobre experiencias de IAP en Norteamérica, India y América Latina, para señalar que ella debe producir en las comunidades una catarsis destinada a evidenciar sus problemas y así propiciar liderazgos y soluciones propias (Ibíd., 153). Para ello sugiere, además de una mutua comunicación entre investigados e investigadores, el empleo de técnicas teatrales para representar la situación de las comunidades (Ibíd., 163). Park cuestiona finalmente la descalificación positivista de la IAP, por considerarla poco objetiva. Reconoce que aquí se busca producir otro tipo de conocimiento crítico que se valida por la práctica, con lo cual se hace una contribución “al paradigma emancipatorio de la ciencia” (Ibíd., 170).


			En el libro compilado por Salazar (1992) flota constantemente la relación entre la IAP y los procesos educativos liberadores, con continuas referencias al aporte de Freire, como lo hace el educador australiano Sthephen Kemis con el texto “Mejoramiento de la educación mediante la Investigación-Acción”. La compilación se cierra con el balance que Orlando Fals Borda y Mohamad Anisur Rahman —economista de la India cercano a Fals desde inicios de la IAP— hacen a finales de los años 80 de “La situación actual y las perspectivas de la IAP en el mundo”, como titularon su texto. Luego de remontarse una vez más al origen de la IAP señalan su expansión por todos los continentes, hasta oficializarse en Cartagena en 1977 y luego en el X Congreso Mundial de Sociología de México, reunido en 1982. Ese éxito no solo le permite ser utilizada en otros campos del saber, como la medicina, la historia, la teología y la filosofía, sino también ser adoptada por universidades y organismos internacionales, especialmente la ONU. Pero esto mismo se presta a la cooptación, algo que comienza a preocupar a sus practicantes, especialmente cuando la hacen las agencias desarrollistas que aprovechan la IAP para llegar a las comunidades en una forma más eficiente. Según los autores, ella es un proyecto abierto, pero no debe abusarse de su etiqueta, pues no todos los que dicen practicarla adelantan realmente procesos participativos. Esto implica involucrar a las comunidades en la investigación y crear formas de “autodefensa” de las mismas. Señalan corrientes científicas cercanas, algunas con cierta distancia, como la de Lewin, pero la mayoría convergentes con los propósitos de la IAP. Por eso estiman que la propuesta todavía es válida en el mundo actual, pues “las relaciones desiguales de producción de conocimiento […] perpetúan la dominación” (Fas Borda y Rahman en Salazar, 1992, 219).


			Lo anterior ya había sido sugerido por el mismo Rahman en el libro compilado con nuestro sociólogo y publicado en 1991. Para el economista indio, la filosofía de la IAP cree que los oprimidos irán transformando su entorno por medio de la praxis. Esto parece ser la lucha de clases que proclama el marxismo, pero la IAP toma distancia de su vanguardismo: la liberación no es para controlar solamente los medios de producción sino también los de conocimiento. Rahman reconoce que la IAP ha crecido en aceptación entre agencias estatales y organizaciones que trabajan con la gente, y que eso se debe a la crisis de la gestión pública de las derechas y las izquierdas. Distingue entre el impacto micro de la IAP y el macro. En lo micro supuestamente ella promueve “la toma del poder por el pueblo para cambiar, a su favor, el medio ambiente inmediato (tanto social como físico)” (Fals Borda y Rahman, 1991, 26). Para ello hay que fortalecer al pueblo a fin de que haga su propia investigación y produzca autónomamente su conocimiento, llamando, si lo precisa, a los expertos para consultas puntuales. En lo macro la IAP es un movimiento cultural que se difunde de comunidad en comunidad y de región en región, en forma democrática y ajena al vanguardismo de las izquierdas (Ibíd., 34).


			En la misma compilación de Fals Borda y Rahman se presentan algunas experiencias hechas en varias partes del mundo bajo el rótulo de la IAP, pero que no siempre parecen responder al ideario acuñado por ellos. Así, Gustavo Ignacio De Roux describe una experiencia de la IAP con una comunidad campesina del Valle del Cauca (Colombia) que a comienzos de los años 80 emprendió una lucha por mejores servicios públicos y buscó el apoyo de expertos para ese cometido. En realidad, como lo reconoce el autor, no fue una investigación planeada sino una lucha que buscó liberar conocimientos y sentimientos para afectar la correlación de los poderes locales. En ese proceso la comunidad se enfrentó a los técnicos de una firma electrificadora que quería cobrar mayores tarifas y logró derrotarlos. Por eso De Roux titula la narración de esta experiencia “Juntos contra la computadora” (en Fals Borda y Rahman, 1991).


			Por su parte, María Cristina Salazar, en su contribución titulada “Rompiendo el mundo del autoritarismo”, enmarca el acompañamiento a niños trabajadores de Bogotá y la creación de algunas microempresas como una experiencia de IAP adelantada por profesionales universitarios y entes estatales. Esta idea de autodesarrollo parece predominar en la mayoría de los casos descritos en el mencionado libro. Así lo hace el mismo Rahman al hablar de varias organizaciones africanas de Senegal, África Central, Rwanda y Tanzania. Lo común es el cuestionamiento del desarrollo como mero progreso material.66 Para muchas comunidades africanas, desarrollo “es tomar control sobre lo que necesitas para trabajar” (en Fals Borda y Rahman, 1991, 134). Otras lo definían como “hacer las cosas por sí mismos” (Ibíd.). Siguiendo a Amartya Sen, el autor habla del desarrollo como potenciador de capacidades y concluye que el autodesarrollo observado en varias regiones de África era posible en parte porque no había una polarización de clases muy fuerte y la tierra no estaba tan concentrada como en Asia y América Latina. En el mismo libro la experiencia de Zimbawe fue recuperada por Sithembsio Nyoni (en Fals Borda y Rahman, 1991), quien en concreto se refirió a la Organización de Asociaciones Rurales para el Progreso como un ejemplo de construcción de poder popular a partir de la IAP que permitió la indagación colectiva sobre sus condiciones, la elaboración de proyectos económicos propios y la construcción de formas organizativas apropiadas a esas condiciones.


			Otras experiencias de IAP narradas en la citada compilación apuntan más a la producción de conocimientos desde las bases. Tal es el caso de John Gaventa, quien, apoyándose en Freire, describe las experiencias de educación liberadora para grupos de adultos en áreas rurales de los Apalaches, así como en sindicatos y minorías étnicas en marcos urbanos norteamericanos (en Fals Borda y Rahman, 1991). Tales grupos desarrollaron tres estrategias: reapropiación del conocimiento, desarrollo del saber popular —punto en el cual Gaventa se refiere a Fals Borda— y participación de la base en la producción social de conocimiento.


			De todas las experiencias señaladas en el libro compilado por Fals Borda y Rahman, la que más se acerca al ideal de la IAP fue la hecha por unas organizaciones campesinas de la zona de Ayacucho, en el Perú, descrita por dos investigadores holandeses radicados en ese país andino (Vera Gianotten y Ton de Wit en Fals Borda y Rahman, 1991). Entre 1977 y 1982 ellos acompañaron a los campesinos de la zona con la idea de un diálogo horizontal, pues tanto unos como otros tienen conocimientos pero pueden ser equivocados en ambos casos (Ibíd., 92). Tampoco fue una investigación formal y planeada. Trataron de ir más allá de la observación participante. A raíz de una enfermedad de las ovejas, alrededor de las cuales se desenvolvía la principal actividad de la comunidad, ésta decidió investigar sobre su situación: se organizó en comisiones para ese estudio y los profesionales extranjeros fueron incluidos como colaboradores. No se creó una nueva organización ni se propusieron acciones radicales, solo se buscaba superar condiciones de existencia críticas. Por eso los campesinos parecían ser conservadores en su proyección política, pero tal vez eso es un atributo que construyen los investigadores que no entienden los ritmos de las comunidades rurales. Los autores resaltan las enseñanzas de esa experiencia: ...siempre pensamos que una organización campesina fuerte podía negociar con nosotros acerca de la forma de nuestra participación en su proceso de desarrollo y su organización política” (Ibíd., 111).


			Como se constata, las experiencias descritas en las citadas compilaciones no precisan mucho los perfiles de la IAP y más bien reiteran aspectos teóricos y metodológicos ya vistos, e incluso en algunos casos se remiten a alternativas tibias del conocimiento ofrecido por las ciencias sociales convencionales. Tal vez por eso Orlando Fals Borda y sus colegas seguían haciendo esfuerzos por delinear más precisamente la IAP. De esa forma, a fines de los 80 él hablará de un conocimiento vivencial propiciado desde el Tercer Mundo y que, por el agotamiento de las sociedades avanzadas, ha tenido acogida en el primero (“Por un conocimiento vivencial”, 1987). Es un conocimiento que se relaciona con la vida y el disfrute cotidiano e integra razón y sentimientos, la experiencia con la crítica racional. Pero, agregaba en seguida Fals Borda, todavía en los países centrales se respira un eurocentrismo resistente a una propuesta vivencial, incluso en mentes lúcidas, como la de Habermas. Reconoce, no obstante, que hay intelectuales euroamericanos que han tratado de corregir ese narcicismo y perciben los aportes del Sur en la construcción de lo que Fals Borda considera como una hermandad universal contra los sistemas dominantes. Y cita los viajes de Levi Strauss al África y el planteamiento de Foucault sobre la “insurrección de conocimientos subyugados” (Ibíd., 159).


			Algo que provocó muchos debates por esa época fue la posibilidad de presentar la IAP como un nuevo paradigma de las ciencias sociales. Si bien Fals Borda reconocía que ella interponía desafíos cruciales a la ciencia producida en Occidente, se resistía a dar el paso hacia una ruptura epistemológica radical (“Política y epistemología”, 1987). Él sigue insistiendo en que la IAP no es un nuevo paradigma científico, sino otro método con implicaciones epistemológicas (Fals Borda y Zamosc, 1987, 71). Muy explícitamente lo señaló a fines de los ochenta: la IAP no se autoproclama como nuevo paradigma, no quiere caer en la tentación de superioridad intelectual, se contenta con el llamado de Foucault a potenciar los “conocimientos subyugados”. Pero mantiene el reto de producir conocimiento para transformar el mundo (“Rehaciendo el saber”, en Fals Borda y Rahman, 1991, 210).67 
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